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El Sistema del Subsidio Familiar requiere un esquema de intervención en el sector rural a 
partir de la comprensión de las complejidades y limitaciones con las que cuentan sus principales 
operadores, las Cajas de compensación familiar, para la puesta en marcha de programas y 
servicios que mejoren las condiciones de vida de los potenciales beneficiarios en la ruralidad. 
Entre las principales limitaciones se encuentran los problemas estructurales del mercado de 
trabajo en la ruralidad, la baja cobertura en materia de afiliación con la que cuenta el Sistema del 
Subsidio Familiar en este sector, la ausencia de coordinación interinstitucional y las barreras 
institucionales para poner en marcha los programas y servicios sociales. El presente trabajo de 
investigación plantea un marco institucional del Sistema del Subsidio Familiar que contribuye a 
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Ante los desafíos que plantea el punto de la Reforma Rural Integral, en el marco del Acuerdo 
de Paz firmado en 2016, particularmente frente al mejoramiento del bienestar y la calidad de vida 
de los habitantes del sector rural desde el punto de vista de la formalización laboral, las actuales 
condiciones de afiliación y acceso a los Sistemas de Seguridad Social y de Protección Social en 
el que se enmarca entre otros, el Sistema del Subsidio Familiar, no corresponde a las realidades y 
dinámicas propias de la ruralidad colombiana.  
Según cifras del DANE, los niveles de informalidad laboral en el sector rural colombiano 
alcanzan un 90,1%, casi el doble del nivel de informalidad estimada en las ciudades principales. 
En el sector rural existen 4,8 millones de trabajadores permanentes y de éstos, 2,8 millones 
pertenecen al hogar. Además sí bien existe una cobertura en salud cercana al 96% de la 
población, solamente el 12% de los trabajadores rurales cotizan a pensión. De otro lado, basados 
en la Gran encuesta integrada de hogares (DANE, 2015) el 53,2% de los trabajadores rurales son 
‘cuenta propia’, y en el sector formal registran un poco más de 618 mil trabajadores rurales. Con 
respecto a la cobertura del sistema del Subsidio Familiar, en el 2017 se registraron un poco más 
de 9,5 millones de trabajadores afiliados al sistema y 425 mil de ellos, es decir el 4,4% de los 
afiliados, se encuentran en el sector rural.   
Desde el sistema del Subsidio Familiar se evalúan actualmente alternativas y esquemas de 
intervención en el sector rural, entendiendo las complejidades y limitaciones con las que cuentan 
sus principales operadores, las Cajas de compensación familiar, para la puesta en marcha de 
programas y servicios que mejoren las condiciones de vida de los potenciales beneficiarios en la 
ruralidad. Entre las principales limitaciones se encuentran la baja cobertura en materia de 
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afiliación con la que cuenta el Sistema del Subsidio Familiar en el sector rural y las barreras 
institucionales para poner en marcha los programas y servicios sociales en educación, vivienda, 
recreación, turismo, salud, cultura, crédito, principalmente, en los que se ha demostrado su 
experiencia.   
Dado lo anterior y como un camino posible para el sistema, el presente trabajo de 
investigación tiene por objetivo plantear un marco institucional del Sistema del Subsidio 
Familiar que contribuya a la atención de las necesidades de bienestar y protección social de la 
población y familias rurales de Antioquia. 
Según este objetivo, el trabajo de investigación se desarrolla en cinco secciones distribuidas 
de la siguiente manera: el capítulo primero que parte de la definición del marco teórico basado en 
el Neoinstitucionalismo y establece los conceptos que permiten la representación del marco 
institucional del Sistema del Subsidio Familiar en el tiempo para la comprensión de su 
transformación y proyección hacia el sector rural colombiano; el segundo capítulo describe el 
sistema del Subsidio Familiar, su evolución y ordenamiento desde lo institucional, destacando 
sus principales aspectos normativos, económicos y políticos, resultados en términos de cobertura 
y de servicios, en función de la importancia adquirida como una prestación social propia del 
régimen de la seguridad social; el capítulo tercero presenta una radiografía del sector rural 
colombiano en el tiempo y destaca las principales necesidades sociales a atender en el sector 
rural antioqueño, particularmente; el cuarto capítulo ofrece una propuesta de marco institucional 
del Sistema del Subsidio Familiar que contribuya a la atención de las necesidades de bienestar y 
protección social de la población y familias rurales, focalizados en el departamento de Antioquia; 
y por último, el quinto capítulo que recoge las conclusiones principales del trabajo de 
investigación de acuerdo al contenido desarrollado.  
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Este trabajo de investigación busca que se comprendan las características territoriales, desde 
una perspectiva social, económicas y política del sector rural colombiano y se circunscribe al 
departamento de Antioquia, con el fin de identificar los elementos y los principales aspectos que 
permitan plantear un esquema operativo que pueda ser implementado por el Sistema del Subsidio 
Familiar en su proyección hacia el sector rural, con miras también a brindar una mayor 




1. Marco teórico 
Para el desarrollo del marco teórico, y en general para la comprensión del presente trabajo de 
investigación, es preciso caracterizar el Estado Social de derecho y sus bases como Estado de 
bienestar, el concepto y el proceso de las políticas públicas, el Nuevo Institucionalismo o 
Neoinstitucionalismo como se nombrará en adelante y que será la base teórica del presente 
análisis, además del marco institucional como elemento de observación para los sistemas de 
Seguridad Social y de Protección Social, y desde luego del Sistema del Subsidio Familiar.  
El Estado Social de Derecho es una evolución del Estado Liberal en el cual defendiendo la 
economía de libre mercado se promueve una importante participación del Estado con el fin de 
corregir las fallas del mercado con la esencia de proteger los derechos de los ciudadanos y 
promover la equidad de la sociedad. El Estado Social de Derecho se caracteriza por la protección 
de los derechos sociales y la intervención estatal en la economía como forma para conseguir los 
recursos que realicen las exigencias de igualdad material. 
La diferencia entre el Estado de derecho y el Estado Social de Derecho radica en la 
concepción de la igualdad material la cual como principio fundamental orienta las acciones del 
Estado con el fin de establecer correcciones a las desigualdades imperantes. Además, la 
concepción de igualdad material que guía el Estado Social de Derecho se representa en la 
solidaridad, principio fundamental también, de aquellos que están mejor con respecto a la 
población bajo alguna condición de vulnerabilidad o de quienes carecen de recursos o 
capacidades. 
Resolver esa disparidad amparados en los principios fundamentales del Estado Social de 
Derecho orienta la administración y promueve el reparto de los recursos, buscando la inclusión, 
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la participación y la garantía a las personas o grupos en situación de desventaja para el goce 
efectivo de sus derechos fundamentales.  
En esencia, el Estado Social de Derecho busca realizar la justicia social y la dignidad humana 
mediante la sujeción de las autoridades públicas a los principios, derechos y deberes sociales de 
orden constitucional. (Corte Constitucional, 2001) 
Dichos objetivos superiores para el Estado como la justicia social y la dignidad humana, 
configuran el orden institucional sobre el cual se desenvuelven las decisiones e interacciones en 
un ambiente determinado y desencadenan, o no, acciones de política que inciden en las 
condiciones de vida de la sociedad. Según el contexto económico, social y político y la lógica de 
sus interacciones y relaciones, surgen de su seno un conjunto de acciones para abordar una 
situación problemática y de interés público o colectivo. Las decisiones resultantes de dichas 
interacciones se reconocen como política pública. 
Política Pública es (1) un proceso integrador de decisiones, acciones, inacciones, acuerdos e 
instrumentos, (2) adelantado por autoridades públicas con la participación eventual de los 
particulares y (3) encaminado a solucionar o prevenir una situación definida como problemática. 
(4) La política pública hace parte de un ambiente determinado del cual se nutre y al cual pretende 
modificar o mantener. (Velásquez Gavilanes, 2009) 
El proceso de construcción colegiada de las políticas públicas surte, entre otros 
principalmente, tres componentes: i. Los objetivos colectivos que el Estado considera como 
deseables o necesarios, incluyendo el proceso de definición y de formación de éstos; ii. Los 
medios y acciones procesados, total o parcialmente, por una institución u organización 
gubernamental; y iii. Los resultados de estas acciones, incluyendo tanto las consecuencias 
deseadas como las imprevistas. (Roth, 2007)    
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El estudio y análisis de las políticas públicas tiene un enfoque antropocéntrico, es decir, el 
hombre como centro del universo; el individuo. Es en torno a sus necesidades, realidades, 
percepciones e intereses que se abre el paso a las definiciones de política en los componentes 
descritos por Roth y entre los diversos actores de una sociedad.  
En dicho proceso de concepción de las políticas públicas interactúan, al menos en teoría, los 
actores, representantes o sus vertientes, de la triada conformada por sector público – sector 
privado – sociedad civil, poniendo en el centro del análisis al individuo. Sus comprensiones, 
inquietudes e intereses deben confluir en la identificación de una situación que atienda las raíces 
esencialmente problemáticas, tanto individuales o bien colectivas, generar consenso y acuerdos 
para la implementación de acciones resolutivas y crear los elementos normativos, técnicos, 
financieros y operativos para poner en marcha los lineamientos de política.  
Aquellos lineamientos planteados esperan establecer ciertas pautas de comportamiento y 
configuran el conjunto de valores, intereses y acciones que reflejan las interacciones entre los 
actores: sector público – sector privado; sector público – sociedad civil; y sector privado – 
sociedad civil. En ese orden de ideas, las políticas públicas se vuelven un medio para describir el 
comportamiento institucional, un comportamiento caracterizado por las decisiones individuales o 
colectivas, y cómo sus variaciones comportamentales pueden ser atribuidas a las estructuras 
mismas.  Las políticas terminan representando una ‘analogía’ de las instituciones y no tanto así 
un compendio de decisiones más o menos eficientes, efectivas o racionales. (Mény y Thoening, 
citados por Roth, 2007) 
Según lo anterior se entiende que las instituciones en su conjunto, lo que comprendemos para 
nuestro análisis como el marco institucional, definen el devenir de las políticas públicas y éstas, 
al promover comportamientos y acciones que inciden en la estabilidad, determinan la cultura y 
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costumbres de las interacciones, y de cierta manera brindan una lógica al ámbito en el cual se 
desenvuelven.  
Ahora bien, ¿qué entender por institución? Cuando nos referimos al concepto institución no 
nos detenemos únicamente a analizar el concepto desde una perspectiva político-administrativa, 
es decir, circunscritos exclusivamente a entidades u organismos estatales, gubernamentales, 
legislativos, de control, y demás. Las instituciones trascienden las fronteras estructurales de los 
organismos de lo público y vincula la(s) lógica(s) en la que se desenvuelve el comportamiento 
individual o colectivo a partir de la interacción que surge entre el sector público, sector privado y 
la sociedad civil. 
Para precisar aún más el concepto de institución, y basado en los planteamientos y análisis de 
la ciencia política desde la dimensión institucional de James March y Johan Olsen precursores y 
teóricos del Neoinstitucionalismo, reconocemos que “… una institución sería un conjunto de 
reglas y valores, normativos y no cognitivos respecto de la manera en que influyen sobre los 
miembros institucionales, como también el conjunto de las rutinas que se desarrollan para poner 
en ejecución e imponer esos valores.” (Peters, 2003) 
Con base en lo anterior la unidad de análisis para March y Olsen no es propiamente el 
individuo y sus preferencias, el cual se basa en su racionalidad individual desarrollada sin 
perturbaciones y de manera ilimitada como lo plantea la Elección Racional por ejemplo. El 
Neoinstitucionalismo se focaliza y plantea un paradigma institucional y no racional, 
considerando a las instituciones como actores independientes y autónomos, capaces de perseguir 
sus propios objetivos y al hacerlo afectar a la sociedad.  
Frente a la visión de la acción colectiva como la agregación de decisiones individuales 
calculadas, el Neoinstitucionalismo argumenta que los individuos no actúan en el vacío sino 
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dentro de contextos institucionales, los cuales moldea sus preferencias a través de una 
combinación de educación, adoctrinamiento y experiencia. (March & Olsen, 1984) 
Del Neoinstitucionalismo habrá que decir también que no es una teoría homogénea y siempre 
ha sido una colección de corrientes teóricas disciplinares.  Diferentes autores a March y Olsen, 
como Vergara (1993), Hall y Taylor (1996) o Peters (2003), entre otros, incorporaron nuevas 
vertientes o perspectivas al Neoinstitucionalismo. Éste último, en su trabajo El Nuevo 
institucionalismo. Teoría institucional en ciencia política (2003) detalla al menos seis teorías con 
fundamento en lo institucional.  
En primera instancia se destaca el marco planteado por los autores March y Olsen en el cual 
definieron el Institucionalismo normativo como aquel en el que las normas y los valores moldean 
la actitud de los individuos y su comportamiento, algo que los autores denominaron la lógica de 
lo adecuado para describir el comportamiento de los actores en función de la satisfacción 
(basados en Herbert Simon y su modelo de racionalidad limitada) y no en la maximización del 
beneficio (enfoque racional).  
Una segunda teoría institucional que se destaca es el Institucionalismo de la elección racional 
o económico en el que los actores se guían, ya no por normas y valores como lo describe la 
anterior teoría expuesta, sino por reglas e incentivos, buscando incrementar sus beneficios 
particulares. Como tercera teoría está el Institucionalismo histórico que plantea que las 
decisiones iniciales y originales son las que determinarán las decisiones posteriores.  
Como cuarto enfoque presenta el Institucionalismo social o sociológico el cual está 
determinado por como las relaciones entre Estado y sociedad, y entre la sociedad misma, 
determina ciertos grupos de interés, bien sean actores oficiales o no oficiales, que construyen 
interacciones e inciden en la toma de decisiones a partir de este intercambio. Complementaria a 
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esta visión de Peters, el éxito de este enfoque, depende de los momentos críticos en los cuales los 
tres principales afluentes (problemas, políticas públicas y ambiente político) convergen, 
abriéndose así “ventanas de oportunidad” (Ordoñez-Matamoros, 2013) 
Y finalmente, dos enfoques teóricos institucionales más remotos como lo son el 
Institucionalismo empírico y el Institucionalismo internacional los cuales fundamentan sus 
conceptos en la determinación que tienen las estructuras de gobierno y los regímenes 
internacionales, respectivamente, en el comportamiento de las instituciones, la manera cómo se 
procesan las políticas y las decisiones que toman los actores. (Peters, 2003)  
El Neoinstitucionalismo argumenta que los contextos institucionales – políticos, sociales y 
económicos - dentro de los que actúan los individuos influyen de manera importante sobre su 
comportamiento. Dichos contextos, semejantes a un sistema político, pueden interpretarse como 
el reflejo del conjunto de reglas, normas y tradiciones que existen en las distintas organizaciones. 
Este conjunto de reglas, normas, prácticas informales y tradiciones es conocido como marco 
institucional. 
El conjunto de normas, reglas, tradiciones, valores, comportamientos establecidos y continuos 
se convierten paulatinamente en rutinas, que son instituciones en sí, las cuales le dan una 
identidad al marco institucional y según su orden establecido, caracterizan la toma de decisiones 
por parte de las instituciones y por ende, el comportamiento o rumbo del sistema mismo.  Ahora, 
dichas instituciones son un reflejo de los elementos compartidos por los integrantes de un 
ambiente determinado, no son objetados entre ellos y por el contrario se convierten en costumbre 
y realidad, de alguna manera, en una constante.  
Así que en este sentido el objetivo de esta corriente, el Neoinstitucionalismo, es analizar los 
procesos por los cuales las instituciones desarrollan sus características particulares, y describir 
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las formas en que estas características influyen en el comportamiento de los miembros de la 
institución. (March & Olsen, 1989) 
Estos comportamientos rutinarios generan instituciones estables y a partir de allí se configura 
el marco institucional y normativo que incide en la cultura y el cambio del sistema político en sí.  
Con base en lo anterior y bajo la claridad de que las instituciones son aquellas que logran 
influir en el comportamiento de los individuos, que inciden en la toma de decisiones a través de 
las rutinas que se crean y se establecen, y que a su vez promueven una estabilidad, definen la 
cultura e impulsan el cambio institucional, es que nuestra investigación está amparada en la 
teoría institucional de la ciencia política del Neoinstitucionalismo focalizados en las perspectivas 
normativa, histórica y económica. 
De acuerdo con los propósitos de este trabajo es preciso determinar las instituciones entre las 
que se desarrolla el proceso de definición, implementación y evaluación de las políticas públicas, 
que denotan la evolución y permiten la proyección en el comportamiento del Sistema del 
Subsidio Familiar, objeto del presente estudio. Por lo anterior, se sustenta la utilidad y se justifica 
la selección del Neoinstitucionalismo como base teórica de análisis del trabajo de investigación.  
Además, sin querer decir que las instituciones descritas son para el sistema objeto de estudio, 
exclusivamente las que se describen a continuación, se seleccionan las más relevantes y aquellas 
que permiten una identificación y a su vez un análisis coherente según el ciclo de las política 
públicas.  
La primera institución tiene que ver con la identificación de una situación problemática y de 
interés a resolver por parte de los actores, quienes a su vez construyen una agenda en función de 
la implementación de acciones o decisiones que atiendan esa situación problemática; la segunda 
describe de acuerdo a su ordenamiento funcional (característica como prestación o servicio social 
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que corresponda) los mecanismos viables de política que inciden en las actuales o que crean 
nuevas instituciones estables; la tercera focaliza la puesta en marcha de las acciones concertadas, 
así como las definiciones normativas, operativas y presupuestales, y la determinación de un ente 
responsable para la materialización de los objetivos planteados; y por último, la cuarta que 
describe cómo se evalúa la política en términos de las definiciones realizadas en política pública. 
El proceso de caracterización de los comportamientos rutinarios o instituciones como 
comprensión de la lógica del marco institucional en cuestión, está basado principalmente en las 
reglas y normas formales que determinan el comportamiento y rumbo del objeto de estudio: el 
Sistema del Subsidio Familiar. En otras palabras, el proceso de identificación de las instituciones 
sujetas del presente análisis se enfoca en la evolución y ordenamiento institucional del Sistema 
del Subsidio Familiar a través del tiempo. En este ejercicio se considerarán elementos 
normativos, históricos y algunos racionales (económicos) para lograr una comprensión más 
acertada y contar con mayores elementos para la proyección del sistema a futuro, objeto también 
del presente trabajo de investigación.  
Dicho esto, el trabajo en cuestión se desenvolverá dentro del Neoinstitucionalismo, basado en 
las perspectivas normativa, histórica y económica, esencialmente, para intentar comprender el 
proceso de toma decisiones, el contexto en el que se originan o implementan estas decisiones, así 
como los desafíos actuales que convocan hoy al desarrollo de un marco institucional del Sistema 
del Subsidio Familiar en el sector rural. Con el objetivo además de lograr un esquema aplicable u 
operativo, se selecciona el departamento de Antioquia para que según sus características, sea 




2. El Sistema Del Subsidio Familiar En Colombia 
2.1. Las asignaciones familiares en el mundo y categorías 
El momento histórico que produjo y que motivó la creación de los seguros por enfermedad, 
vejez-invalidez, accidentes de trabajo, principalmente entre otras formas de aseguramiento 
social, fueron también la causa para la creación de las prestaciones o asignaciones familiares 
durante la segunda mitad del siglo XIX.  
El aumento de la pobreza de aquellas familias con mayor número de hijos, las difíciles 
condiciones laborales y de remuneración a las que se enfrentaba la clase trabajadora de la época, 
las escasas por no decir que inexistentes prestaciones o beneficios sociales para la clase obrera y 
sus familias fueron la causa para la organización y ascenso de revueltas y huelgas motivadas por 
la doctrina socialista que emprendía un proletariado organizado en las asociaciones sindicales. 
Los reclamos que promulgaban por un mejor salario y condiciones labores dignas, entre otras 
principalmente, llevaron a los industriales a compensar con dinero, las cargas familiares de sus 
obreros.  
Bajo esas condiciones, las asignaciones familiares surgen en Europa como un programa que 
otorga beneficios adicionales, exclusivamente en dinero, a las familias de los trabajadores con 
hijos, de tal forma que logren compensar las obligaciones y cargas familiares que deben asumir 
para garantizar mejores condiciones de vida de sus familias.  
En Francia particularmente, se dio un desarrollo político e institucional para conocer lo que 
serían las primeras asignaciones familiares bajo un marco general de seguridad social. En 1860 
para los marinos franceses con recursos estatales, en 1884 en los establecimientos Klein de la 
ciudad de Vizille y en 1891 para los trabajadores de las fábricas de hilados de Léon Harmel en 
Warmeriville, se darían los desarrollos correspondientes para otorgar a cada trabajador un 
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subsidio en dinero de acuerdo con el número de hijos. En este último caso, se daría además el 
primer ejemplo de la ‘Caja familiar’, esquema que daría origen a lo que se conocería 
posteriormente como las ‘Cajas de compensación familiar’.  
Este modelo francés se reproduce también en Dinamarca a partir de 1918 y en Bélgica desde 
1921. Para el caso latinoamericano, a finales de los años treinta del siglo XX, se comienzan a 
gestar los modelos de asignaciones familiares, siendo Chile el país pionero en implementarlas y 
posteriormente se presentarían casos similares en Trinidad y Tobago, Brasil, Jamaica y Uruguay. 
Para la segunda mitad de siglo, en la década de los cincuenta surgirían los casos de Argentina, 
Bolivia, Colombia y Nicaragua.  
Con respecto a los tipos de asignaciones familiares estas se pueden clasificar en dos clases: La 
primera, incluye los modelos asociados al empleo, en los cuales solo se brindan subsidios a las 
familias de los trabajadores clasificados como formales; su fuente de financiamiento es a través 
de contribuciones por parte de los empleadores, y su administración puede incluso ser ejercida 
por organizaciones privadas, como las cajas de compensación, bajo la vigilancia y control de 
organismos públicos. La segunda caracterización corresponde a los programas sociales que se 
consideran universales, los cuales buscan otorgar beneficios a todas las familias con niños y 
adolescentes, independientemente de su condición laboral, siendo financiados con recursos 
públicos. Estos últimos suelen ser administrados por instituciones del gobierno. (SSA & ISSA, 
2013) 
2.2. Surgimiento y evolución del Subsidio Familiar en Colombia 
Las asignaciones familiares nacieron para aliviar la carga económica del trabajador y su 
familia, complementar a través de un subsidio en dinero el salario del trabajador y reconocerlo 
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según unas condiciones particulares, premisas según las cuales surgiría el modelo colombiano. 
En ese orden de ideas y de acuerdo con las categorías anteriormente expuestas, el modelo 
colombiano atiende la prestación social asociada al empleo.  
La Organización Internacional del Trabajo (OIT) con el Convenio 102 sobre la seguridad 
social (norma mínima) estableció que la prestación o asignación familiar debería comprender: 
“(a) … un pago periódico concedido a toda persona protegida que haya cumplido el período de 
calificación prescrito; (b) sea el suministro a los hijos, o para los hijos, de alimentos, vestido, 
vivienda y el disfrute de vacaciones o de asistencia doméstica;” (OIT, 1952) 
Durante la mitad de siglo XX Colombia estaba en medio de condiciones sociales complejas 
según el nivel de las necesidades básicas insatisfechas de la población. Paradójicamente gozaba 
de condiciones económicas alentadoras gracias a la bonanza cafetera y el promisorio comienzo 
de la industria textil, y se mantenía expectante en medio de una incertidumbre política a partir de 
las dificultades de orden público en ciertos sectores predominantemente rurales.  
Bajo ese contexto y sumado al diálogo constante entre las centrales obreras y el gremio de los 
industriales, y desde luego, las reflexiones gubernamentales por el interés en la protección de la 
clase obrera y sus familias, se daría origen a la institucionalidad del Subsidio Familiar en el país, 
y su primer capítulo sería en Antioquia.  
Con los antecedentes de las asignaciones familiares en dinero reconocidas a los trabajadores 
oficiales del departamento de Antioquia (1944), la creación del Instituto de los Seguros Sociales 
en el país (1949) que tendría entre otras funciones, la de ordenar los seguros obligatorios para el 
beneficio de las familias y las cajas de compensación destinadas a atender los subsidios 
familiares, y el acuerdo logrado (1954) entre la Unión de Trabajadores de Colombia –UTC- y la 
Asociación Nacional de Industriales -ANDI- para el reconocimiento de la asignación familiar o 
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el subsidio familiar en dinero, el gobierno establecería a través del decreto 118 de 1957 y 
posteriormente con el decreto 1521, las definiciones institucionales alrededor del Subsidio 
Familiar y las Cajas de compensación familiar. 
En ambos decretos se definirían varios elementos con características institucionales 
fundamentales, entre los cuales recogería: (i) La consideración que se tiene de la doctrina 
social-católica la cual recomienda la creación del Subsidio Familiar como medio de 
fortalecimiento familiar; (ii) el establecimiento del Subsidio Familiar como una medida para 
defender de manera integral la familia como estructura y núcleo social a fin de garantizar el 
cumplimiento de los deberes de sus miembros, su preparación para la vida y su protección 
económica; (iii) la definición del Subsidio Familiar y las condiciones que deben reunir los padres 
trabajadores y los hijos para acceder a éste; (iv) la contribución del 4% sobre el valor de la 
nómina para el Subsidio Familiar, porcentaje que hoy se mantiene; (v) y la posibilidad para crear 
Cajas de compensación, definidas como como corporaciones, con personería jurídica que 
gozarían de autonomía administrativa (y financiera) y la autonomía que le otorga a empresarios y 
empleadores para asumir directamente el pago del Subsidio Familiar.  
Años más tarde y a partir de los excedentes que las Cajas de compensación estaban 
obteniendo por la operación del subsidio monetario para las familias, surgió la posibilidad de que 
las Cajas ya creadas ofrecieran, además del subsidio en dinero, ‘obras sociales’ en beneficio de 
los trabajadores de las empresas afiliadas. Esta norma que daría lugar al subsidio a través de 
servicios sociales, una de las instituciones más fuertes para el sistema en adelante, surgió 
legalmente con el decreto 3151 de 1962 y se confirmó mediante la Ley 56 de 1973, con lo cual 
se dio una ampliación al alcance del Subsidio Familiar, orientándolo hacia la prestación de 
servicios y no solo a la asignación del subsidio en dinero. 
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Con el decreto 1004 de 1974, el cual reglamentó la ley 56 de 1973, se determinaron los 
campos en los que se ofrecerían los servicios sociales promovidos por las Cajas de 
compensación, entre ellos, servicios de salud, educación, alimentación, mercadeo y vivienda. 
Además, como otro hecho institucional relevante, este decreto creó el Consejo Superior del 
Subsidio Familiar como una entidad asesora del Ministerio de Trabajo, responsable de acuerdo 
con el decreto 658 de 1974 de la vigilancia y control de las Cajas de compensación familiar.  
Esa responsabilidad de vigilancia y control pasaría de manos del Ministerio de Trabajo a una 
nueva entidad. La supervisión del sistema del Subsidio Familiar, particularmente de las Cajas de 
compensación familiar como operadoras del mismo, correspondería a la Superintendencia del 
Subsidio Familiar creada a través de Ley 25 de 1981 como un organismo de derecho público 
encargado de ejercer las funciones de inspección y vigilancia de las entidades autorizadas para 
recaudar los aportes y pagar las asignaciones del Subsidio Familiar. 
Un año más tarde, y en los años subsiguientes, la evolución institucional se concentraría en la 
génesis del subsidio y su transformación. El Subsidio Familiar fue concebido como una 
prestación social y en concordancia con los objetivos y finalidades de la Seguridad Social, 
promovió la atención de las necesidades del trabajador y su grupo familiar vía la subsidiariedad 
monetaria, en servicios o en especie. Durante las últimas dos décadas del siglo XX e inicios del 
siglo XXI, el Subsidio Familiar dirigiría sus cambios, especialmente en estas dos últimas vías: el 
subsidio en servicios o en especie, y el surgir de diversas instituciones que lo caracterizarían 
como una herramienta relevante para el bienestar de los trabajadores, sus familias y de la 
sociedad colombiana en general.  
Definida por el artículo primero de la Ley 21 de 1982 el Subsidio Familiar debe ser entendido 
como “… una prestación social pagada en dinero, especie y servicio a los trabajadores de 
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mediano y menores ingresos, en proporción al número de personas a cargo, y su objetivo 
fundamental consiste en el alivio de las cargas económicas que representa el sostenimiento de la 
familia, como núcleo básico de la sociedad.” (Negrilla fuera de texto)  
Como prestación social obedece a un carácter legal que le corresponde ser reconocida a los 
trabajadores, es decir, se deriva de una obligación del empleador hacia el trabajador originada 
por el contrato laboral. El Subsidio Familiar es una prestación social propia del régimen de 
seguridad social y constituye una función pública que compromete el interés general.  
Esta ley considerada como el marco normativo orgánico del régimen del Subsidio Familiar, 
ofrece no solo la definición conceptual del Subsidio Familiar como una prestación social 
(mencionado anteriormente) sino que también determina ciertos elementos esenciales 
relacionados con las características y condiciones de los beneficiarios de los subsidios, 
destinación específica de los aportes realizados por los empleadores (ya ahora indistintamente a 
qué sector pertenecen, público o privado), la regulación y ordenación prioritaria de los 
programas sociales de las Cajas (1. Salud; 2. Nutrición y mercado; 3. Educación, capacitación y 
bibliotecas; 4. Vivienda; 5. Crédito de fomento para industrias familiares; 6. Recreación social; y 
7. Mercadeo), la reglamentación funcional y operativa de las Cajas de compensación familiar 
como operadoras del sistema y la representación tanto de empleadores como de los trabajadores 
en los consejos directivos de las Cajas, entre otros, principalmente.  
Cada vez más con un mayor lugar para el otorgamiento de subsidios en especie o en la 
implementación de obras y programas sociales, el Decreto 784 de 1989 establecería las opciones 
para los bienes subsidiados en especie, entre ellos: alimentos, vestidos, becas de estudio, textos 
escolares, drogas y demás frutos o géneros diferentes al dinero. En esta norma también se haría 
expresa la opción para que se prestaran servicios de recreación y turismo social, se facilitara el 
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esparcimiento y descanso de los trabajadores afiliados a fin de disminuir la fatiga o cansancio 
resultante de la actividad laboral y alentar su participación y asistencia, y también la de sus 
familias, a eventos, programas y espacios para el deporte, la recreación y el sano esparcimiento.  
Un año más tarde el turno sería para los servicios de vivienda en función del bienestar de la 
población afiliada al sistema del Subsidio Familiar. De acuerdo con la Ley 49 de 1990, una ley 
de reforma tributaria por cierto, se establecería la creación del Fondo Obligatorio de Vivienda de 
Interés Social (FOVIS) que sería operado por las Cajas de compensación familiar y de esta 
manera ofrecerían servicios de vivienda de interés social, es decir vivienda construida para 
familias de menores ingresos. Esta ley trae además un hecho relevante para la evolución del 
sistema mismo y es que sí bien el orden de prioridad de la población a atender se focaliza en 
primera instancia a la población afiliada, la ley abre la posibilidad para beneficiar con recursos 
del FOVIS a población no afiliada.  
En 1993 las acciones de atención primaria en salud ofrecidas por las Cajas de compensación 
familiar hasta el momento, alcanzarían un nuevo nivel y una mayor responsabilidad a partir de la 
expedición de la Ley 100 de 1993. Este hecho normativo que reglamentó el nuevo Sistema de 
Seguridad Social Integral, le otorgó al Sistema del Subsidio Familiar la posibilidad de formar 
parte del Sistema de Pensiones y Salud.  
Según lo anterior las Cajas podrían promover la creación, ser socias o propietarias de 
sociedades administradoras de fondos de pensiones y/o cesantías y en materia de salud, adoptar 
el rol como aseguradores pues podrían crear y organizarse como entidades promotoras de salud –
EPS-, además de financiar con recursos del sistema del Subsidio Familiar la subcuenta de 
solidaridad del Fondo de Solidaridad y Garantía –FOSYGA-. 
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Durante este mismo año se crearía con la Ley 101 de 1993 la caja de compensación familiar 
campesina COMCAJA para prestar el servicio del Subsidio Familiar al sector primario de la 
economía. Antes de 1982, la mayor responsabilidad de operación del Subsidio Familiar para los 
trabajadores y beneficiarios afiliados del sector agropecuario le correspondía a la Caja de Crédito 
Agrario, Industrial y Minero, la cual no podía cumplir a cabalidad por su multiplicidad de 
funciones y capacidad operativa. Este hecho institucional, por la importancia que reviste para el 
trabajo de investigación, será ampliado más adelante.  
El turno sería luego para los servicios educativos ofrecidos por el sistema del Subsidio 
Familiar. Con la Ley 115 de 1994, las Cajas estarían en la capacidad de ofrecer servicios de 
educación formal, en los niveles ‘básica y media’, orientado a las personas a cargo de los 
trabajadores y administrados en forma directa o contratados con una institución educativa.  
Ese mismo año a través de la ley del deporte y la recreación, la Ley 181 de 1995, se dictarían 
las disposiciones para el fomento del deporte, la recreación, el aprovechamiento del tiempo libre 
y la educación física y se crearía el sistema nacional del deporte. En esta norma, se equipararía la 
responsabilidad en este frente del Estado, las Cajas de compensación familiar y Coldeportes para 
adelantar actividades de recreación, así como el desarrollo de organizaciones y corporaciones de 
recreación popular.  
En materia de turismo, con la expedición de la Ley 300 de 1996, el Sistema de Subsidio 
Familiar a través de las Cajas podrá diseñar programas de recreación y turismo que involucren a 
la población infantil y juvenil, para lo cual podrán realizar convenios con entidades públicas y 
privadas que les permitan la utilización de parques urbanos, albergues juveniles, casas 




En el año 2000 una nueva definición normativa en materia tributaria afectó la destinación de 
los recursos del sistema del Subsidio Familiar, focalizando esta vez beneficios para población no 
afiliada en condición de vulnerabilidad. Gracias a la Ley 633 del 2000 se reglamentó de nuevo el 
FOVIS y se dispuso que hasta un 50% de los recursos disponibles por ese fondo podrían ser 
dispuestos para la atención integral a la niñez de cero (0) a seis (6) años y la jornada escolar 
complementaria. Estos recursos podrían ser invertidos directamente en dichos programas 
abiertos a la comunidad por las Cajas de compensación familiar.  
Adicionalmente esta norma trajo consigo dos hechos importantes. El primero de ellos 
estableció que debía darse un manejo financiero independiente y en cuentas separadas del 
recaudo del cuatro por ciento (4%) de la nómina para los servicios de mercadeo y actividades de 
salud (IPS y EPS). A partir de la vigencia de esta ley, en ningún caso los recursos provenientes 
del aporte del 4% podrán destinarse a subsidiar dichas actividades.   
El segundo elemento instó al Gobierno a producir la legislación correspondiente para la 
incorporación voluntaria de los trabajadores por cuenta propia a las Cajas de Compensación 
Familiar, mediante el pago mensual del dos por ciento (2%) de sus ingresos reales, con una base 
mínima de dos (2) salarios mínimos, con derecho a todos los servicios que las cajas ofrecen, 
exceptuando el subsidio monetario o cuota monetaria como se le conoce actualmente.  
En el marco de la Ley 789 de 2002 se darían nuevas y relevantes definiciones institucionales 
para el sistema del Subsidio Familiar. Con la creación del Sistema de la protección social, 
comprendido como el conjunto de políticas públicas orientadas a disminuir la vulnerabilidad y a 
mejorar la calidad de vida de los colombianos, el Sistema del Subsidio Familiar tendría entre 
otros, tres elementos de preponderantes a destacar: (i) con la creación del Fondo de fomento al 
empleo y protección al desempleo (FONEDE) la responsabilidad de cubrir las necesidades de los 
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desempleados a través de un subsidio así como programas de capacitación para la 
reincorporación al mundo laboral; (ii) la posibilidad desde de las Cajas para ofrecer 
microcréditos para los emprendedores, pequeños y medianos empresarios; y (iii) en el marco del 
establecimiento de los fundamentos de la cuota monetaria, la definición de la ‘solidaridad de la 
ciudad con el campo’ como premisa que determinaría un 15% adicional al valor de la cuota 
monetaria que se reconocería al trabajador agropecuario con respecto al trabajador urbano.  
Esta ley también precisó algunas funciones ya existentes como otras nuevas para las Cajas, 
estableció el Fondo para la niñez y la jornada escolar complementaria –FONIÑEZ- que operaría 
bajo el esquema de financiación establecido en la Ley 633 del 2000 y se ampliaría el régimen de 
inspección y vigilancia de las Cajas de compensación familiar a otras superintendencias 
responsables de los servicios prestados por las Cajas. Así las cosas, los servicios de salud y de 
mercadeo por ejemplo, serían competencia ahora de la Superintendencia de Salud e Industria y 
Comercio (respectivamente) y ya no de la Superintendencia del Subsidio Familiar.  
Si bien el Sistema del Subsidio Familiar estaba orientado a beneficiar con subsidios, 
monetarios, en especie o en servicios, a la población afiliada de bajos ingresos, no existía una 
clasificación uniforme que determinara dichas asignaciones. Esta situación se resolvería con el 
Decreto 827 de 2003 mediante el cual se establecerían las categorías para los servicios sociales 
de las Cajas de compensación familiar. Según esta definición, la población afiliada en función de 
sus ingresos tendría la siguiente clasificación: (1) Categoría A. Hasta dos salarios mínimos 
legales mensuales vigentes; (2) Categoría B. Más de dos salarios mínimos legales mensuales 
vigentes y hasta cuatro salarios mínimos legales mensuales vigentes; (3) Categoría C. Más de 
cuatro salarios mínimos legales mensuales vigentes; (4) Categoría D. Particulares. Categoría de 
no afiliado a la Caja. En el caso de los afiliados categorías A y B podrán recibir servicios con 
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tarifas subsidiadas, afiliados categoría C recibir servicios al costo y particulares Categoría D 
adquirir servicios con un margen adicional al costo de la prestación del servicio.  
Con miras a reforzar el crédito social que pueden ofrecer las Cajas de compensación familiar 
a sus afiliados y ampliar los servicios financieros en su oferta, la Ley 920 de 2004 les permitió 
adelantar actividades financieras con sus empresas, los trabajadores, pensionados, independientes 
y desempleados afiliados. Con esta reglamentación se habilitó la captación de dinero de los 
afiliados para fomentar el ahorro y colocarlos nuevamente vía crédito.  
Con la reforma a la salud de la Ley 1438 de 2011 y la reglamentación para el Sistema General 
de Seguridad Social en Salud que se promulgó, los recursos del Sistema del Subsidio Familiar y 
sus responsabilidades estarían nuevamente comprometidos. En esta ocasión, el sistema estaría en 
capacidad de implementar acciones de promoción y prevención dentro del marco de la estrategia 
de Atención Primaria en Salud y/o en la unificación de los Planes de Beneficios.  
En los últimos años el Sistema del Subsidio Familiar ha tenido una atención preferencial de 
cara al fortalecimiento del sector trabajo. En razón de ello con la expedición de la Ley 1636 de 
2013 se creó el Mecanismo de protección al cesante con miras a facilitar una la articulación y 
ejecución de las políticas activas y pasivas de mitigación de los efectos del desempleo que 
enfrentan los trabajadores. Además, facilitar la reinserción de la población cesante en el mercado 
laboral en condiciones de dignidad, mejoramiento de la calidad de vida, permanencia y 
formalización. 
Esta ley daría forma a una nueva institución relevante para el sistema y tendría que ver con la 
creación del Fondo de Solidaridad de Fomento al Empleo y Protección al Cesante (FOSFEC). 
Con cargo a estos recursos se pondrían en marcha el Servicio Público de Empleo como una 
estrategia nacional y de integración de los servicios de gestión de oferta y demanda de empleo y 
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colocación en el país y la financiación de los programas para la capacitación general en 
competencias básicas y en competencias laborales específicas, requeridas por el mercado laboral. 
Por intermedio del Decreto 722 de 2013, se instó a que las Cajas prestaran los servicios de 
gestión y colocación de empleo de forma directa o a través de entidades que se creen al interior 
de las Cajas, con otras Cajas de compensación familiar o con terceros especializados en la 
correspondiente actividad, con cargo a los recursos del Fondo para el Fomento del Empleo y la 
Protección del Desempleo (FOSFEC), fortaleciendo entre otros elementos, la red de Agencias de 
gestión y colocación de empleo.   
Particularmente entre los años 2013 y 2016, las reglamentaciones en torno al Sistema del 
Subsidio Familiar se han enfocado en grupos poblacionales o sectoriales específicos, en el 
contexto del sector trabajo desde luego, buscando una mayor atención y flexibilización para el 
acceso a los programas y servicios que dispone el sistema para dichos grupos en cuestión. Por 
ejemplo, para las ‘Madres comunitarias’ (decreto 126 de 2013), trabajadores del servicio 
doméstico (decreto 721 de 2013), trabajadores por días (decreto 2616 de 2013), colombianos 
residentes en el exterior (decreto 682 de 2014) o los pensionados (decreto 867 de 2014), se 
crearon diferentes disposiciones para ampliar cobertura, brindar un tratamiento preferente en 
servicios de vivienda para las madres comunitarias (Fami) por ejemplo, ofrecer servicios en 
turismo, recreación y capacitación subsidiados a los pensionados o colombianos en el exterior, o 
cobijar con los beneficios ofrecidos por el Subsidio Familiar de manera integral a trabajadores 
contratados y afiliados en el esquema por días.   
A partir del año 2015 dos focos poblacionales o sectoriales tomaron especial atención para las 
reglamentaciones, o al menos reflexiones, que vendrían para el sistema del Subsidio Familiar: los 
jóvenes y el sector rural en el marco del Acuerdo de paz. Con respecto al primero de ellos, con la 
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Resolución 347 de 2015 se creó el Programa 40.000 primeros empleos, orientado a jóvenes que 
no tuvieran experiencia laboral y estuvieran buscando su primer empleo. La financiación de 
dicho programa sería con los excedentes no ejecutados del FOSFEC durante la vigencia 2014.  
En el segundo ámbito, frente al sector rural, las reflexiones no han trascendido en 
reglamentaciones o definiciones normativas para la implementación de programas y servicios 
articulados por parte del sistema del Subsidio Familiar en el sector rural. Lo anterior no quiere 
decir, que desde el sistema no se haya tenido ningún tipo de intervención en las zonas rurales. 
Por ejemplo, en regiones como el pacífico, el eje cafetero o la Orinoquía por mencionar algunas, 
el Sistema de Subsidio Familiar tiene experiencias valiosas implementadas por las Cajas en 
programas de capacitación para el empleo, atención a la niñez, programas para la jornada 
complementaria en actividades de recreación, promoción de lectura y la cultura, entre otras. Lo 
anterior ha sido posible desde el punto de vista de la financiación y los recursos de los fondos, 
como FOSFEC o FONIÑEZ, que permiten o priorizan la atención a población vulnerable y/o no 
afiliada al sistema.   
No obstante, con la aparición de la ley para la promoción del empleo y emprendimiento 
juvenil conocida como la ley ‘ProJoven’, Ley 1780 de 2016, el Sistema del Subsidio Familiar 
comenzó a construir ese camino de intervención rural. En sus esfuerzos por la promoción del 
empleo y el emprendimiento, la ley planteó un nuevo objetivo y fue el de dinamizar e impulsar el 
desarrollo económico y social en zonas rurales y de posconflicto con cargo a los recursos no 
ejecutados (saldos) del FOSFEC.  
Sin embargo, en materia de financiación aún no ha sido posible iniciar la implementación de 
programas en esta línea pues los saldos del FOSFEC pensados para dicho objetivo, han sido 
priorizados para sanear y cumplir las condiciones financieras de aquellas Cajas de compensación 
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familiar que prestan servicios de salud según lo dispuesto por el Plan Nacional de Desarrollo 
(Ley 1753 de 2015, art. 97; Resolución 2233 de 2015; Resolución 1196 de 2018). 
Éste ha sido un camino largo, de más de 60 años de historia, denso y amplio con importantes 
aportes a la calidad de vida, bienestar y protección de la población colombiana. A manera de 
síntesis podemos concluir que el contexto colombiano de mitad de siglo vio nacer el Subsidio 
Familiar así como la transformación de las necesidades del trabajador y su grupo familiar y la 
mayor demanda de servicios sociales por parte de éstos durante la segunda mitad del siglo XX.  
El Subsidio Familiar evolucionó de manera simultánea con otras formas de ‘seguros sociales’ 
y herramientas para brindar mejores garantías en materia de seguridad social, lo que promovió la 
confección de una oferta amplia y compleja de servicios para los beneficiarios del Sistema del 
Subsidio Familiar.  
Esa evolución dio forma a la estructura del Subsidio Familiar como prestación, o en otras 
palabras, configuró el marco institucional del Sistema según el contexto social, los objetivos y 
mecanismos adoptados para la implementación de beneficios sociales. (Ver Tabla 1. Evolución 
del Marco Institucional del Sistema del Subsidio Familiar) Cada ‘categoría’ de prestación, 
entendida como una respuesta institucional desde el Sistema del Subsidio Familiar, atendió un 




Tabla 1 Evolución del Marco Institucional del Sistema del Subsidio Familiar 
 
Fuente: Construcción del autor. 
Instituciones Periodo Descripción Normas
Prestaciones sociales 
clásicas de la seguridad 
social
1944 - 1962
Es la prestación social reconocida como el subsidio en dinero, (hoy 
conocido como cuota monetaria en el sistema) como originalmente fue 
concebido el sistema, otorgado al trabajador y su familia para aliviar las 
cargas familiares del hogar.
Decreto 118 de 1957
Decreto 1521 de 1957
Prestaciones por servicios 
sociales
1962 - 1990
El subsidio familiar evolucionó y pasó como prestación de otorgar 
beneficios exclusivos monetarios a entregar servicios sociales 
complementarios, es decir subsidios en servicios y en especie a la 
población afiliada y beneficiaria del sistema.
Decreto 3151 de 1962
Ley 56 de 1973
Decreto 1004 de 1974
Ley 21 de 1982
Decreto 784 de 1989
Prestaciones de la 
protección social por 
delegación del Estado
1990 - 2002
En el marco de la seguridad social y de la protección social, y su función 
esencial de disminuir la vulnerabilidad de las personas, el Subsidio 
Familiar asumió en virtud de lo dictado por los principios de colaboración, 
solidaridad y universalidad, fundamentos del sistema y por orden legal del 
legislador, responsabilidades y funciones de contribución a la seguridad 
social, complementando y ejecutando programas sociales. 
Ley 49 de 1990
Ley 100 de 1993
Ley 115 de 1994
Ley 181 de 1995
Ley 300 de 1996
Ley 633 de 2000
Ley 789 de 2002
Prestaciones sociales 
acordadas con el Estado
2002 - a la fecha
Con reconocimiento estatal frente al Sistema del subsidio familiar como 
un aliado estratégico multisectorial para la ejecución de la política social, 
el sistema ha logrado sólidas alianzas institucionales para establecer 
relaciones contractuales que permitan aunar esfuerzos, de tipo técnico, 
operativo y económico, en aras de ejecutar programas y proyectos 
propios de la política social del Estado. En los años recientes, alineado a 
las políticas del Ministerio de Trabajo, las definiciones institucionales se 
han centrado en fortalecer el sector trabajo.
Ley 920 de 2004
Ley 1438 de 2011
Ley 1636 de 2013
Decreto 722 de 2013




Desafio social de 
interes colectivo
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Las instituciones creadas y agrupadas para una mejor comprensión (basados en (ASOCAJAS, 
2012); (Carrasco González & Farné, 2010); y (SSA & ISSA, 2013)) fueron producto también de 
la concertación entre actores (Sector público – sector privado – sociedad civil) luego de la 
atención hacia los desafíos sociales según el contexto de época.  Dicha concertación permitió la 
construcción de una agenda de intervención y que en la práctica se evidencia desde el Subsidio 
Familiar, como el acuerdo para el ajuste o creación de mecanismos de financiación y operación 
de programas de servicios sociales, con recursos del sector trabajo administrados por las Cajas de 
Compensación Familiar, las cuales benefician y atienden población en condición de alguna 
vulnerabilidad o que requiere de la protección del Estado.   
Las respuestas institucionales, que son instituciones en sí y que determinan el comportamiento 
y operación del sistema, son las que conforman entre otros elementos, el marco institucional del 
Sistema del Subsidio Familiar y que para el propósito del presente análisis se clasifican como 
reglas o normas de comportamiento e interacción para los análisis y proyecciones que se 
describirán más adelante. 
2.3. Evolución de la destinación de recursos del Sistema del Subsidio 
Familiar 
Los cambios institucionales de acuerdo las definiciones normativas de las cuales ha sido 
sujeto el Sistema del Subsidio Familiar ha afectado, como es apenas lógico, el comportamiento y 
destinación de los recursos del Sistema del Subsidio Familiar. Si bien sus fundamentos como 
contribución social para proteger la familia y fortalecer el sector trabajo se mantienen, los 
recursos tienen diversas destinaciones según nuevas responsabilidades para ser atendidas desde 
el Sistema del Subsidio Familiar.  
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La naturaleza de los recursos responde a una contribución parafiscal de parte de los 
empleadores, la cual desde sus orígenes, ha correspondido al 4% sobre el valor de la nómina del 
trabajador. Según la lógica de la parafiscalidad, la contribución es obligatoria; debe originarse y 
destinarse a un sector económico en particular; atender finalidades de interés colectivo; no 
ingresar al tesoro público; y aplicar en su administración un modelo de gestión privada. 
Según pronunciamientos de la Corte Constitucional al respecto, de los recursos se establece y 
se reafirma sobre el subsidio famliar que “Tiene por objetivo fundamental la protección integral 
de la familia. La razón de ser de este beneficio es la familia como núcleo básico donde el hombre 
se realiza como persona y donde se genera la fuerza de trabajo. En este sentido, es válido afirmar 
que el Subsidio Familiar es una herramienta más con la que cuenta la sociedad y sus instituciones 
para garantizar la protección integral de la familia.  
El Subsidio Familiar se constituye como una valiosa herramienta para la consecución de los 
objetivos de la política social y laboral del Gobierno. En este orden, es un instrumento por medio 
del cual se puede alcanzar la universalidad de la seguridad social, en consonancia con el 
postulado contemplado en el artículo 48 de la Carta Política.” (Corte Constitucional C-1173, 
2001) 
Ahora bien, sí aún el Sistema del Subsidio Familiar mantiene en sus elementos esenciales y su 
comportamiento responde como una prestación social propia del régimen de la seguridad social 
como se ha mencionado, se debe señalar que la definición de agenda y medidas adoptadas por 
los actores implicados en sus determinaciones de política, tienen efectos no solo en las 
definiciones institucionales para comprender el comportamiento del Sistema del Subsidio 
Familiar, sino también incidencia en los recursos económicos de los que dispone el Sistema 
como tal.  
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En el comienzo del sistema se estableció la obligatoriedad del aporte del 4% a los 
empleadores y sobre este, se dispuso que el 92% de la contribución total fuera distribuido en el 
subsidio monetario, según la cantidad de hijos de trabajadores registrados en cada Caja de 
compensación familiar. En 1982 con la Ley 21, se dispuso que del total de los aportes realizados 
por los empleadores, el subsidio en dinero ya no fuera del 92% sino del 55%. Adicionalmente, el 
subsidio en servicios o en especie sería entre el 32 y el 34%. (Ver Tabla 2. Distribución de 
recursos del Sistema del Subsidio Familiar según marco legal) 
Tabla 2 Distribución de recursos del Sistema del Subsidio Familiar  según marco legal 
 
Fuente: ASOCAJAS. 
En el transcurso de dos décadas, a partir de 1990 y con los hechos normativos siguientes, los 
recursos disponibles para la asignación de cuota monetaria para los trabajadores disminuyeron en 
Ley 21/1982 Ley 49/1990 Ley 100/1993 Ley 633/2000 Ley 789/2002 Ley 1438/2011 Ley 1636/2013
Vivienda -                   9,04                9,04                 17,54               11,62               11,62                 11,62                 
Asignación Cuota Monetaria
Personas Dependientes hasta 23 años 55,00               44,29              39,89               35,22               -                   -                    -                     
Personas Dependientes hasta 18 años -                   -                  -                   -                  33,82               29,91                 29,91                 
Subsidios en Especie y Servicios Sociales 33,76               35,43              32,64               28,82               28,26               26,17                 26,17                 
Salud - Fosyga -                   -                  7,18                 7,18                 7,18                 7,18                   7,18                   
Salud - APS -                   -                  -                   -                  -                   6,25                   
Niñez y JEC -                   -                  -                   -                  4,16                 4,16                   4,16                   
FOSFEC (antes FONEDE) -                   -                  -                   -                  6,02                 5,81                   12,06                 
Administración 10,00               10,00              10,00               10,00               8,00                 8,00                   8,00                   
SuperSubsidio 1,00                 1,00                1,00                 1,00                 0,70                 0,70                   0,70                   
Reserva Legal 0,24                 0,24                0,24                 0,24                 0,24                 0,20                   0,20                   
TOTAL 100,00             100,00            100,00             100,00             100,00             100,00               100,00               
Fuente : Asocajas 
SSF: Aportes Empresariales 4% de la Nómina
























8,90       
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el transcurso de dos décadas en 25 puntos aproximadamente, pasando del 55% (1982) al 29,9% 
en 2011.  
Las nuevas disposiciones institucionales permitieron que con los aportes del Sistema del 
Subsidio Familiar se promoviera la universalización de la Seguridad Social en términos 
solidarios y se contribuyera a la financiación de nuevas instituciones. Aquellas disposiciones 
estarían representadas en ‘fondos’ que serían administrados por las mismas Cajas de 
compensación familiar o aportar a la financiación de algunos ya existentes.  
Entre ellos, algunos ejemplos: Fondo de solidaridad y garantía – FOSYGA, al cual se realizan 
contribuciones desde el Subsidio Familiar al Sistema General de Salud; o los fondos 
administrados por las Cajas de compensación familiar directamente que son: Fondo de Vivienda 
de Interés Social –FOVIS-, Fondo para la Atención Integral de la Niñez y Jornada Escolar 
Complementaria, -FONIÑEZ- o  Fondo de Solidaridad y Fomento al Empleo y Protección al 
Cesante –FOSFEC- (anteriormente FONEDE). 
Según estos hechos y el transcurrir del tiempo para el Sistema del Subsidio Familiar es claro 
como la evolución institucional, sus disposiciones y nuevos alcances, mantiene el precepto de re-
distribución de los recursos atendiendo no solo el contexto social sobre el cual surgen los 
desafíos sociales que lo transforman sino que también fortalece por intermedio de nuevas 
herramientas de política, la instrumentalización y financiación de acciones para asegurar y 
proteger la sociedad colombiana.   
En esta vía el Sistema del Subsidio Familiar brinda elementos y contribuye desde la 
protección integral a la familia al reconocimiento de la seguridad social y los servicios sociales 
como derechos humanos, reconocidos así por Naciones Unidas. (Organización de las Naciones 
Unidas, 1948) Además, según la lógica y condición de servicio público a la que responde la 
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seguridad social, el Estado colombiano ha encontrado en el Sistema del Subsidio Familiar los 
elementos y capacidad de respuesta para implementar, en términos de eficiencia, universalidad y 
solidaridad,  las prestaciones y servicios sociales que le corresponden. Y finalmente, como se ha 
ilustrado ya, a través de sus instituciones y recursos el Sistema del Subsidio Familiar fortalece 
los sistemas de Seguridad Social Integral y de Protección Social a fin de mejorar las condiciones 
de vida de la sociedad colombiana y atender las poblaciones en condiciones de riesgo, o 
vulnerables como comúnmente se conocen.  
2.4. Cifras generales del Sistema del Subsidio Familiar en Colombia 
Comprendida la esencia y naturaleza de los recursos del Sistema del Subsidio Familiar y 
basados en los indicadores de cobertura y presencia de las Cajas de compensación familiar, se 
presenta una breve radiografía de cómo está integrado el Sistema del Subsidio Familiar y se 
determinan algunos comportamientos desde el punto de vista cuantitativo.  
Con respecto a su presencia territorial, desde al archipiélago de San Andrés y Providencia con 
CAJASAI hasta el departamento de Amazonas con CAFAMAZ las 43 Cajas de compensación 
familiar como institucionalidad en el territorio hacen presencia. Su delimitación para la 
prestación de servicios sociales se circunscribe en el ámbito departamental y en algunos 
departamentos existen dos o más Cajas de compensación. Solamente para cuatro departamentos 
que son Guainía, Guaviare, Vaupés y Vichada, existe una sola Caja de compensación familiar 
que es COMCAJA. Ver Anexo A. 1 Cifras generales del Sistema del Subsidio Familiar.  
En cuanto a las cifras, según los informes estadísticos del Sistema del Subsidio Familiar, 
presentados por la Superintendencia del Subsidio Familiar, el sistema cuenta actualmente con 
más de 551.600 empresas afiliadas. En la última década, periodo comprendido entre el 2005 y 
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2015, las empresas afiliadas al sistema crecieron en un 157%, con una razón de crecimiento 
promedio anual del 10,1%. 
Con respecto a la población trabajadora afiliada al sistema del subsidio familiar, para el año 
2015 se registra un total de 8.840.651 trabajadores. Su crecimiento es solo es dos veces mayor, 
con un 101% y un crecimiento anual promedio del 7,3% para el periodo comprendido entre el 
2005 y 2015, mientras que el de empresas es tres veces mayor (157%) y un crecimiento 
promedio año superior, cercano a los tres puntos durante el mismo periodo. 
Para el año 2015 registran 4.746.979 personas afiliadas al sistema del subsidio familiar por las 
cuales los trabajadores afiliados y según su nivel de ingresos, reciben cuota monetaria. Durante 
el periodo comprendido entre el 2005 y 2015 esta población creció solo en un 21%, a razón de 
un crecimiento anual promedio del 2,1%. Durante el primer quinquenio del periodo registrado, 
entre el 2005 y 2010 la población beneficiaria de la cuota monetaria solo creció anualmente en 
promedio un 1,6% mientras que para los siguientes cinco años, esta población creció en un 2,5% 
anualmente en promedio. Ver Anexo A. 2 y 3 Cifras generales del Sistema del Subsidio Familiar. 
Lo anterior, tiene un efecto particular en el sistema que revela dos hechos relevantes: (1) La 
población beneficiaria de cuota monetaria se estabiliza; lo que promueve (2) una mayor 
disponibilidad de recursos para asignar en cuota monetaria a población afiliada de menores 
ingresos. Según esto último, los recursos no asignados por cuota monetaria por el Sistema del 
Subsidio Familiar, condición que se reconoce al interior del sistema como ‘Excedentes del  
55%’, entre los años 2012 – 2017, han tenido un incremento anual promedio del 57%. Para los 
dos últimos años por ejemplo, los excedentes fueron de $116.411 millones y $80.038 millones 
aproximadamente para los años 2017 y 2016 respectivamente. Y el caso de Antioquia responde 
también a esta realidad. Ver Anexo A. 4 Cifras generales del Sistema del Subsidio Familiar. 
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De otro lado, es importante mencionar que el Sistema del Subsidio Familiar también permite 
la afiliación y el reconocimiento de la cuota monetaria, según situación de dependencia, a la 
población adulta mayor de los 60 años. No obstante, esta población representa solo un 9% 
aproximadamente de la población total beneficiaria del sistema del subsidio familiar. Ver Anexo 
A. 5 Cifras generales del Sistema del Subsidio Familiar. 
En ese sentido la atención y, de alguna manera, el diseño y prestación de servicios del Sistema 
del Subsidio Familiar, está orientada a la población beneficiaria menor de 18 años, pues 
representan el 62,6% del total de la población beneficiaria del sistema. Por disponibilidad de la 
información no fue posible conocer la distribución etaria de la población afiliada en el tiempo 
para identificar tendencia pero se supone, atendiendo los cambios demográficos que está 
viviendo la población colombiana, un cambio de tendencia también para el Sistema del Subsidio 
Familiar en función de una mayor población adulta afiliada. 
Comparativamente, el Sistema del Subsidio Familiar tiene una relevancia considerable en la 
cobertura de la población colombiana y es, entre otros sistemas, uno de los que mayor cobertura 
a nivel nacional ofrece. En razón del total de la población colombiana, cifra estimada en un poco 
más de 47 millones de colombianos para el 2015, el sistema del subsidio familiar cubre el 42% 
aproximadamente de la población con 19.916.314 de afiliados. Ver Anexo A. 6 Cifras generales 
del Sistema del Subsidio Familiar. 
Ahora, de la población ocupada en Colombia que para el 2015 fueron 22.367.484 
colombianos, el Sistema del Subsidio Familiar tiene afiliados 8.840.651 trabajadores, lo que 
corresponde al 39,5% del total de la población laboral activa de Colombia. Esta cobertura ha 
subido durante el último quinquenio (2011-2015) pues durante el periodo comprendido entre el 
2005 y 2010 la cobertura promedio del Sistema del Subsidio Familiar sobre la población total 
42 
 
ocupada de Colombia fue del 30,6% promedio anual aproximadamente, mientras que a partir del 
2011 la cobertura promedio año ha sido cercana al 35%. 
En términos de ingresos, la perspectiva económica es igualmente relevante. Para el año 2015 
el sistema del subsidio familiar generó ingresos superiores a los 14 billones de pesos, creciendo 
en un 177% durante la década comprendida entre el 2005 y 2015, con un crecimiento anual 
promedio del 11%. Este reporte de ingresos se debe, esencialmente, al recaudo de los aportes 
parafiscales aportados por los empleadores y por la prestación de servicios de salud que prestan 
algunas Cajas de compensación familiar para la atención no solo de sus afiliados, sino también 
de otros contribuyentes al régimen contributivo y beneficiarios del régimen subsidiado. Ver 
Anexo A. 7 Cifras generales del Sistema del Subsidio Familiar. 
Estos dos rubros, tal y como puede verse en el anexo, han representado durante los últimos 
años el 70% de los ingresos totales aproximadamente del Sistema del Subsidio Familiar. Durante 
el año 2015, los Aportes totales al Sistema del Subsidio Familiar fueron superiores a los $5,3 
billones, creciendo en un 205% en el transcurso de los últimos diez años, con un crecimiento 
anual del 11,8% para el periodo 2005 – 2015.  
En el caso de los aportes, el crecimiento anual promedio durante el primer quinquenio del 
periodo en cuestión, es decir entre el 2005 y el 2010, fue del 12,5% mientras que para los años 
comprendidos entre el 2011 y 2015 el crecimiento promedio anual fue del 9,2%. 
En general, el comportamiento total de ingresos del Sistema del Subsidio Familiar para el 
periodo analizado (2005 – 2015) es positivo pues sí se observa el crecimiento anual promedio de 
los ingresos, es cercano al 11%. No obstante el quinquenio reciente, periodo comprendido entre 
el 2011 y 2015, demuestra un retroceso en el ritmo de crecimiento, pues durante este periodo los 
ingresos crecen en promedio un 7% anual mientras que en el quinquenio anterior (2005 – 2010) 
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el crecimiento promedio es del 13,3% anual, es decir 6,3 puntos porcentuales por debajo. Ver 
Anexo A. 8 Cifras generales del Sistema del Subsidio Familiar. 
Según los datos y cifras generales del Sistema del Subsidio Familiar se destaca su alcance y 
presencia territorial a través de sus operadores las Cajas de compensación familiar, la amplia 
cobertura poblacional y su relevancia con respecto al total de la población colombiana y la alta 
capacidad y disponibilidad presupuestal con la que cuenta el sistema en general para reconocer 
las prestaciones sociales entre sus afiliados y llevar programas y servicios sociales a la población 
afiliada y no afiliada en el territorio. Sin embargo, dichos aspectos que pueden determinarse 
como fortalezas del Sistema del Subsidio Familiar encuentran su epicentro en las principales 
ciudades o centros urbanos, en donde las relaciones de trabajo son más constantes y los niveles 
de formalización laboral muestran un mejor compartimiento.  
Otra es la realidad para el Sistema del Subsidio Familiar, y su historia, en el sector rural.  
2.5. El papel del Sistema del Subsidio Familiar en el sector rural 
En sus comienzos, la reglamentación del Sistema del Subsidio Familiar a mitad de siglo XX, 
permitió que el subsidio monetario fuera pagado a través de las Cajas de compensación familiar 
o directamente por el empleador a sus trabajadores para el caso del sector primario (las 
relacionadas con la agricultura, la ganadería, la apicultura, la acuicultura, la pesca, la minería, la 
silvicultura y la explotación forestal).  
De acuerdo con la evolución del sistema detallada anteriormente, los servicios y atención de 
las Cajas de compensación familiar respondió a los contextos urbanos preferentemente y no a los 
regionales o rurales. Bajo este contexto, a partir del 1º de enero de 1975 con la promulgación del 
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Decreto legislativo 2373 de 1974 el pago del subsidio monetario para los empleados del sector 
primario debería ser a través de la Caja de crédito agrario.  
Sin embargo la multiplicidad de funciones de esta entidad, financieras mayoritariamente y la 
incapacidad de prestar otros servicios de tipo social en el territorio como: vivienda, educación, 
recreación, entre otros por ejemplo, llevó a que la reglamentación de la Ley 21 de 1982 abriera la 
posibilidad a que los empleadores del sector primario pudieran afiliarse libremente a otras Cajas 
de compensación familiar y buscar mejorar las condiciones en términos de acceso a servicios 
sociales por parte de sus empleados.  
Aun así y bajo el argumento de que las Cajas de compensación familiar solo cubrían las 
ciudades y algunas pocas regiones con una fuerte presencial agroindustrial, como ciertos sectores 
de la costa o el Urabá antioqueño y la industria del banano, o en el Valle del Cauca con la 
industria de la caña de azúcar, por ejemplo, en 1993 (Ley 101 – Desarrollo Agropecuario y 
pesquero) se promovió la reforma de la Unidad de negocios de Subsidio Familiar de la Caja 
Agraria y se creó COMCAJA para el fortalecimiento del subsidio familiar campesino.  
Esta Caja de compensación familiar, tuvo unas connotaciones especiales distintas de las 
demás Cajas, pues tenía la facultad de tener cobertura nacional, estaría adscrita al Ministerio de 
Agricultura y con una importante incidencia de este organismo en sus decisiones administrativas 
pues el Ministerio integraría su Consejo directivo.  
Para 1998 COMCAJA registró en todo el territorio nacional 13.000 empresas afiliadas, 
180.000 trabajadores y cerca de 300.000 beneficiarios. Logró llevar a sus afiliados a través del 
territorio nacional, aunque no necesariamente de manera homogénea y con oportunidad para la 
prestación de los servicios sociales, programas en educación, salud, recreación y cultura. En 
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materia de esparcimiento tuvo como instalaciones propias cuatro centros vacaciones ubicados en 
Yopal, Coveñas, Girardot y Paipa.  
Sin embargo, debido a problemas financieros, administrativos y operativos, COMCAJA se 
debilitó institucionalmente y bajo ese panorama llegó su intervención administrativa por parte de 
la Superintendencia del Subsidio Familiar en el año 2005. De acuerdo a las decisiones 
administrativas de parte del ente de control, las realidades de mercado y buscando la solvencia 
financiera y permanencia institucional de la entidad, se determinó en 2009 mantener para esta 
caja de compensación su alcance nacional pero concentrada solamente en cuatro departamentos: 
Guainía, Vaupés, Vichada y Guaviare.  
En el año 2013 la Superintendencia del Subsidio Familiar, al evaluar los complejos resultados 
de la entidad y sus dificultades en términos de solvencia financiera recomendó la liquidación de 
COMCAJA. Esta recomendación originó una comunicación al Gobierno Nacional de parte de los 
cuatro Gobernadores correspondientes quienes advirtieron que la prestación de los servicios de 
COMCAJA que se ofrece en las regiones, se hace de manera eficiente, oportuna y transparente y 
con servicios de alto impacto social, acordes con las necesidades en esta zona del país. (El 
Espectador, 2013). Finalmente, COMCAJA no fue liquidada y aún permanece en el territorio con 
la prestación de sus servicios. 
Para el año 2015, según cifras de la Superintendencia del Subsidio Familiar, la caja de 
compensación familiar COMCAJA registra 1.197 empresas, 10.281 trabajadores afiliados e 
ingresos anuales superiores por $9.000 millones de pesos. 
Sin embargo, la cobertura y presencia del Sistema del Subsidio Familiar, así como sus 
experiencias de intervención en el sector rural, no están supeditadas única y exclusivamente a los 
resultados de COMCAJA.  
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En general para el 2017, del total de trabajadores afiliados en el país, es decir 9.554.559 
trabajadores, solamente 424.974 trabajadores es decir el. 4,4% corresponden a trabajadores 
afiliados en el sector rural. Para el caso de Antioquia se registran 46.698 trabajadores afiliados en 
el sector rural, lo que corresponde al 11% del total de la población afiliada rural del sistema y el 
3,3% del total de la población trabajadora afiliada en Antioquia, la cual supera los 1,4 millones 
de trabajadores; según cifras de Ministerio del Trabajo  
Con respecto a las experiencias del Sistema del Subsidio Familiar en el sector rural, el trabajo 
adelantado por ASOCAJAS (2015) consignado en el libro ‘El compromiso de las Cajas de 
compensación familiar con el campo y la paz’ da cuentas de la multiplicidad de acciones y los 
frentes en los que las Cajas de compensación han incursionado en el sector rural. El taller de 
experiencias y buenas prácticas rurales realizado en septiembre de 2015 permitió identificar y 
consolidar la siguiente información:  
Tabla 3. Cajas de compensación familiar participantes del taller “Experiencias y Buenas 
prácticas Rurales” 
 
Fuente: ASOCAJAS 2015 
Según el diálogo al interior del sistema se determinó que las Cajas (1) ya están incursionado 
en municipios considerados rurales e incluso dispersos con un portafolio amplio de servicios y 
Caja Compensacion Familiar EDUCACIÓN NIÑEZ SALUD VIVIENDA CULTURA RECREACION  ADULTO MAYOR MUJER JEFE 
1. CAFAM X
2. CAJASAN X X
3. COLSUBSIDIO X
4.COMFAMA X X X
5. COMFAMILIAR NARIÑO X X
6.COMFAMILIAR PUTUMAYO X
7. COMFAMILIAR  RISARALDA X
8. CONFAMILIARES CALDAS X
9. COMFANDI X X X X X X
10. COMFENALCO ANTIOQUIA X
11. COMFENALCO QUINDIO X





con metodologías innovadoras y flexibles; (2) han desarrollado una amplia capacidad de alianzas 
a nivel nacional y territorial para apalancar recursos financieros, capital social e institucional, 
tanto de fuentes nacionales como internacionales, y (3) varias Cajas han superado la 
circunscripción departamental y se proyectan de manera supra regional e incluso nacional, 
actuando como operadores de programas públicos o miembros de alianzas complejas que 
adelantan proyectos  
Los servicios con mayor cobertura a nivel rural son aquellos que el marco legal actual permite 
financiar con recursos del Sistema de Subsidio Familiar, para población afiliada y no afiliada 
como es el caso de Atención integral a la niñez - Jornada Escolar Complementaria o bien, en 
aquellos servicios con los que las Cajas se han posicionado como operadores de programas de 
los gobiernos descentralizados y del Gobierno Nacional como es el caso de las gerencias 
integrales del programa de Vivienda rural de interés social del Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural. (ASOCAJAS, 2015) 
La convergencia institucional continúa siendo un reto para el sistema a fin de lograr ampliar 
los diálogos multisectoriales. Aún no son claros los escenarios de promoción para la 
coordinación interinstitucional entre actores responsables de las definiciones de políticas 
públicas para la población rural, y para la población en general. Los diálogos promovidos desde 
el Sistema del Subsidio Familiar deben trascender las fronteras del Ministerio del Trabajo o de la 
Superintendencia del Subsidio Familiar e ir más allá. Los esfuerzos gremiales de parte de 
ASOCAJAS o FEDECAJAS son destacables de cara a la organización de mesas sectoriales para 
atender temas particulares, entre ellos los que conciernen a la ‘ruralidad’, pero carecen a la fecha 
de hechos concretos de cara a las definiciones de política pública necesarias para el particular: el 
papel del Sistema del Subsidio Familiar en el sector rural.  
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Además de la conversación exógena y diversa que se requiere desde lo institucional para el 
Sistema del Subsidio Familiar, también es importante alentar las interacciones intra-sistema y 
promover una mayor integración entre Cajas de compensación familiar, según afinidades 
regionales o territoriales. Existen experiencias virtuosas que, ajustadas a los diversos contextos 
territoriales, pueden ser replicadas de manera exitosa y mejorar las condiciones de vida de la 
población rural. Este ‘Saber hacer’ lo tienen en su mayoría las Cajas regionales (paradójicamente 
las Cajas tipo B o C del sistema*, reconocidas como las Cajas pequeñas) y son las que deberían 
tener la fuerza y protagonismo en la palabra para las nuevas definiciones ya que son claves en las 
definiciones operativas para una efectiva articulación interinstitucional. A su vez, el 
conocimiento de las ‘Cajas pequeñas’ debe contar con el acompañamiento de la capacidad y 
solidez financiera de las ‘Cajas grandes’ (tipo A)* y construir sinergias con miras a construir 
intervenciones integrales con perspectiva territorial.  
En síntesis, la cobertura en términos de afiliación de la población trabajadora en el sector rural 
al Sistema del Subsidio Familiar es baja. Si bien existen experiencias relevantes de prestación de 
servicios en la ruralidad en los cuales el sistema se ha destacado, éstas obedecen a programas y 
servicios sociales que permiten la cobertura y atención de población afiliada y no afiliada, 
entiéndase entonces, programas de atención integral a la niñez y estudiantes (FONIÑEZ), 
vivienda social en la ruralidad (FOVIS) y programas de capacitación y formación para la 
reinserción laboral (FOSFEC).  
La integración del sistema hacia el sector rural aún es un desafío y como es común en las 
instituciones responsables de los objetivos sociales en Colombia, existe una ausencia de 
coordinación interinstitucional que debe ser resuelta. Además, la comprensión territorial y la 
configuración de un marco institucional son necesarios de cara a la proyección de dicha 
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coordinación en función del beneficio de la población objeto de la intervención. Estos temas se 
desarrollan en los dos siguientes capítulos.   
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3. Contexto rural colombiano 
Las ciudades colombianas bajo las características que conocemos hoy, se fueron configurando 
alrededor de la industrialización y la consolidación de ofertas de servicios para sus habitantes en 
una progresiva modernización.  Mientras tanto, los pobladores rurales han marcado su historia en 
la definición del espacio que ocupan: su búsqueda se ha centrado en establecer a quién 
corresponde el territorio,  produciendo desde ahí sus modelos de desarrollo económico, político y 
social. El escritor español Pedro Casaldáliga ayuda a entenderlo en estos versos:   “Queremos ser 
y hacer hijos y hermanos /sobre la tierra madre compartida / sin lucros y sin deudas en las 
manos / sueltos los ríos claros de la vida”. 
A mediados del siglo XX en Colombia, se dan varios hitos que determinan el comportamiento 
actual de las poblaciones rurales. Según el momento histórico del país, el periodo de mitad de 
siglo XX comprendido entre 1940 y 1960, es una época decisiva con ocasión de los hechos 
identificados en torno a la configuración de mecanismos sociales para el aseguramiento y la 
protección laboral y familiar en Colombia.  
Según el censo del año 1964 el  47% de la población activa total, es decir, 2.426.699 
colombianos, trabajaban en la agricultura, la ganadería y la pesca, además, el 31.7% del Producto 
Interno Bruto en el año 1960 era generado por la agricultura, de igual manera,  el café, los 
bananos, el algodón, el tabaco y la carne son en esa época los productos principales de las 
exportaciones del país.  
Esta relevancia de la agricultura en el sector económico sumada a la continuidad del debate 
político de los años 30, materializado en la reforma constitucional y la ley 200 de 1936 en las 
que se planteaba el problema de la tenencia de la tierra en algunas regiones del país, incluso 
porque el hecho de que los campesinos no tuvieran tierras era una de las causas de la migración a 
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las ciudades; la violencia  de los años 50 que generó un nuevo enfoque en el tema agrario 
especialmente en el oriente y sur de Tolima, Caldas y el Magdalena Medio y la presión de 
organismos internacionales como el Banco Mundial y la CEPAL justificaron la creación de la 
reforma agraria. (Tirado, 1989) 
En 1961 con la aprobación en el Congreso de la ley 135 se hace tangible la reforma 
planteando  como objeto social en su primer artículo: “Eliminar y prevenir una concentración 
inequitativa de la propiedad, crear unidades de explotación adecuadas, dar mejores garantías a 
aparceros y arrendatarios, dotar de tierras a los peones del campo y elevar el nivel de vida de los 
campesinos; económico: fomentar el cultivo de las tierras incultas o mal cultivadas, incrementar 
la producción y la productividad, asegurar la conservación de los recursos naturales”. Para 
garantizar el cumplimiento de la ley se crea el Instituto Colombiano para la Reforma Agraria 
(INCORA), que termina generando oposición y presión campesina por su modelo administrativo 
centralizado en Bogotá, lo que lo hace distante a las necesidades producidas en los mismos 
territorios campesinos.   
La reforma agraria discutida en toda la década del 60 originó organizaciones como la 
Asociación Nacional de Campesinos (ANUC), el Consejo Regional Indígena del Cauca (CRIC) 
y es una época marcada también por el fortalecimiento de los movimientos guerrilleros que entre 
sus propósitos incluían eliminar la concentración de las tierras. (Tirado 1989). 
En paralelo, en el país, a mediados del siglo XX tomó fuerza el programa Radio Sutatenza, un 
movimiento educativo y cultural creado por la Acción Cultural Popular (ACPO) que utilizando 
este medio de comunicación y bajo la premisa  “la educación nos hace libres” hasta el año 1994 
que más de 2.000.000 de campesinos de diferentes edades accedieran al Modelo de Educación 
fundamental Integral (EFI), generando un modelo de comunicación del que se derivaron fuentes 
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de información como el periódico “el Campesino” y la lectura al aire de sus cartas, en las cuales, 
pobladores rurales de todo el país, manifestaban sus necesidades. Este movimiento cultural 
formó 20.000 líderes comunitarios que consiguieron para sus veredas el fortalecimiento de redes 
educativas y nuevas formas de participación en la política. (Banco de la República, 2018)   
Las condiciones políticas, económicas y sociales de esa época introdujeron la figura de un 
campesino que se incluía como actor político y social en las decisiones del país, aunque no 
estaba favorecido por el sistema que centralizaba toda la vida política y social en las ciudades, 
una gran parte de la población rural encontró la ruta para asentarse en las comunidades que se 
fueron estableciendo.  Sin embargo, esta condición no les ha dado con el paso de los años a los 
campesinos un alcance decisivo en el crecimiento económico y de desarrollo de lo rural, pues 
otras condiciones de contexto lo han determinado. 
En la actualidad, los límites que separan lo rural de lo urbano, resultan difusos, sobre todo en 
las veredas ubicadas cerca a los centros urbanos, esto, porque la urbanización como fuerza de 
crecimiento de las ciudades se ha extendido hacia los sectores del campo, trayendo además 
nuevos moradores, entre ellos, algunos ocasionales, como turistas y otros permanentes que 
fueron habitantes de la ciudad y quisieron escapar de las rutinas de lo urbano incorporando su 
modelo cultural al sector rural. Así mismo, algunos agricultores y ganaderos han venido 
vendiendo sus viviendas para usos urbanos: en el paisaje rural cercano a las ciudades aparecen 
adecuaciones como usar el patio para construir un parqueadero o piscina, se cambian los colores, 
los materiales y los diseños, por lo cual, ya no se trata de  viviendas de apoyo a la actividad 
agraria sino de construcciones para usos recreativos.   Con estas condiciones, los campesinos 
tradicionales que están ubicados en estos sectores empiezan a ser menos visibilizados en las 
agendas de desarrollo, sobre todo en entornos de gran dinámica urbana. (Agudelo Patiño, 2012) 
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Es importante tener en cuenta  también que “con la globalización el abastecimiento 
alimentario de los pobladores urbanos ya no depende sólo  de la producción agrícola y pecuaria 
circunvecina, sino de relaciones de mercado mucho más complejas. Por otro lado, las 
comunicaciones, las fuentes de empleo y las relaciones interculturales son cada vez menos 
diferenciadas entre lo urbano y lo rural”. (Pérez, 2010). De ahí, se deriva el interés de varias 
disciplinas por estudiar las interacciones entre lo urbano y lo rural y los procesos de ruralización 
de lo urbano, en la categoría de nueva ruralidad. (Pérez, 2010) 
Existe   una proporción de veredas en el país que están construidas en laderas y están muy 
distantes de las zonas urbanas, allí se presentan unas características de exclusión social y cultural  
validadas en la invisibilidad que tienen en las agendas políticas de los gobiernos locales y las 
estadísticas. No es fácil encontrar datos sobre el número de etnias, lenguas y desarrollos 
culturales del país, contando además con que se han realizado pocos censos indígenas y de 
afrodescendientes. (Pérez, 2010).   
Las poblaciones rurales más distantes de lo urbano, aún tienen dificultades en el acceso a las 
comunicaciones y la información, por eso, sus procesos de gestión del conocimiento son más 
tradicionales y empíricos, generando que no haya tecnificación y planificación en los cultivos. 
Por la misma condición de acceso, en estas zonas no hay oferta cultural, o es escasa, de donde se 
deriva que hayan otras dinámicas concentradas en el trabajo  y se fortalezca el deseo de los 
jóvenes de migrar a las ciudades. Así mismo, estas poblaciones son las más afectadas por el 
conflicto y sus habitantes son seducidos a incluirse en economías ilegales, especialmente en la 
venta de cultivos ilícitos. 
La ruralidad colombiana es diversa, así debe ser comprendida en las agendas políticas y 
sociales, ha sido también la inspiradora de muchos escritores de la literatura colombiana, 
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recordando que en medio de sus dificultades, es en este escenario donde está el origen de la 
historia del país y su fuerza como lo hace Fernando González, en su libro Viaje a Pie, en estas 
líneas: “Hay por allá fuentecillas más puras que la pureza, que forman la quebrada. Las 
Palmas, de cuya agua debe beber el que quiera redondear su concepto de agua. Sabe a musgos, 
a sombra; al beberla vienen las imágenes del monte, de helechales y de grutas milagrosas.  
Siente uno que el mundo está lleno de fuerza, vis vitae, de esa fuerza que hace germinar al 
óvulo” 
3.1. Transición demográfica y distribución espacial de la población 
3.1.1. Condiciones demográficas de la población en el tiempo.  
De acuerdo con José Antonio Ocampo Gaviria (2015) la recomposición de la actividad 
económica provocó una movilización de la población durante la mitad del siglo XX, cuya 
magnitud tampoco tenía antecedentes en la historia del país. En especial, la movilidad de la 
población rural hacia las fronteras agropecuarias fue sustituida, como principal forma de 
migración interna, por la concentración de la población en los núcleos urbanos. La proporción de 
la población que habita en las cabeceras municipales, que era una tercera parte al comienzo del 
periodo (1945), superó la mitad a mediados de los años sesenta y alcanzó dos terceras partes en 
1985. 
Una economía industrial naciente, con oportunidades al menos en materia de aumento de 
ingresos para la clase trabajadora, creó una serie de retos y demandas sociales de parte de las 
nuevas clases sociales que se irían configurando, y particularmente, de la clase trabajadora que 
iría incrementándose aceleradamente para lograr atender la oferta laboral naciente en los centros 
industriales de la época.   
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 “La industrialización fue el elemento predominante en este proceso y estuvo apoyada por un 
activo intervencionismo estatal, especialmente en la regulación de las transacciones en el exterior 
y del sector financiero. Esta estrategia fue, sin embargo, más allá del fomento de la industria 
manufacturera: involucró también la modernización del agro, el desarrollo de los servicios 
modernos, una (insuficiente) diversificación de las exportaciones, la expansión de las áreas de 
acción del Estado y una profunda transformación de los actores sociales.” (Ocampo Gaviria, 
2015) 
El proceso de industrialización se concentraría en las 4 ciudades principales del país por aquel 
entonces, las mismas que hoy se mantienen en esta categoría: Bogotá como distrito capital, 
Medellín como centro industrial textilero, Cali con su aparato agroindustrial y Barranquilla como 
puerta al comercio internacional con su puerto hacia el mar caribe y al mundo.   
Al mismo tiempo se dio un proceso de modernización el cual respondió a la demanda 
creciente de bienes y servicios de parte de la población residente y de aquellos migrantes. En los 
principales núcleos urbanos mejoró para los habitantes la oferta en servicios públicos, 
educativos, de salud, y de viviendas con acceso a servicios de alcantarillado, energía y de 
acueducto.  
Estas oportunidades en términos de garantías para una mejor calidad de vida, sumadas a las 
oportunidades de empleo crecientes en las ciudades y mayor variedad de medios de subsistencia 
en términos de ingresos promovieron el interés y la llegada de campesinos y sus familias del 
sector rural hacia las urbes. 
El periodo conocido como la época de La Violencia, el cual se dio de manera simultánea a los 
procesos de industrialización y modernización, cuenta con varios estudios que determinan su 
regularidad histórica y que advierten en éste, un factor determinante de la migración interna 
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vivida a mitad de siglo. Sin embargo, dichos estudios que analizan la violencia de los años 50, se 
enfrenta a problemas de disponibilidad de información y situaciones específicas que por lo tanto, 
si bien no se desconoce como un hecho histórico relevante, es complejo estimar el impacto 
demográfico.  
Tabla 4. Población total y grado de urbanización (1938 – 2015) 
 
Fuente: DANE, Censos de Población. Pachón 2012. Cálculos del autor 
Colombia a finales del siglo XIX y durante la primera mitad del siglo XX respondió a una 
composición mayoritariamente rural concentrando cerca del 70% de la población total del país: 
8,8 millones de habitantes aproximadamente. Sin embargo, fenómenos sociales, económicos y 
políticos asociados a la industrialización, el comercio exterior, la modernización de las urbes y el 
conflicto armado interno que se dieron entre la década de los cuarenta y los sesenta 
transfiguraron esta composición.  
El país vio como en 1951 en las zonas urbanas se establecería el 38,7% de la población y una 
década más tarde, en 1964, las ciudades albergarían más de 9 millones de habitantes lo cual 
correspondería al 52% de la población total colombiana. Las tasas de crecimiento de la población 
en las cabeceras para la década superaron el 5% y la tasa de urbanización por mil habitantes pasó 
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de 19,5 en 1951 al 26,1 en 1964. (Flórez N., 2016) (Ver Tabla 4. Población total y grado de 
urbanización (1938 – 2015) 
Esta tendencia se mantendría en el país y a finales de los noventa y comienzos de siglo XXI la 
población total en las ciudades se acercaría y superaría el umbral del 70% invirtiendo plenamente 
la relación de distribución de la población comparado con la configuración existente en la década 
de los cincuenta. 
3.1.2. Transición epidemiológica y transición a la fecundidad. 
La prueba empírica de la teoría de transición demográfica requiere no solo del descenso de la 
mortalidad y la fecundidad, sino que la mortalidad debe iniciar su descenso antes de la 
mortalidad y debe mostrar las relaciones con el desarrollo socioeconómico. (Flórez N., 2016). En 
esa misma lógica y para una mejor comprensión del trabajo de investigación, es pertinente 
evidenciar estos hechos del caso colombiano y a la vez, según las problemáticas inferidas a partir 
por las transiciones, destacar durante esa temporalidad los progresos sociales y económicos que 
dieron luz a los diferentes mecanismos creados para proteger a las familias.  
Dicho lo anterior, de acuerdo con las nuevas configuraciones poblacionales destacadas en la 
sección anterior, vinieron consigo la necesidad y provisión de nuevos servicios públicos y 
sociales para los habitantes y con ello, el cambio en los patrones de crecimiento del país, 
evidenciados en las tasas de mortalidad y tasas de natalidad, por ejemplo.  
Asociados al proceso acelerado y global de modernización se mejoró en las ciudades la oferta 
y acceso a los servicios de salud así como la sensibilización y orientación para la prevención de 
enfermedades infecciosas y parasitarias y la disponibilidad de servicios públicos de calidad. 
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Según datos censales de población y vivienda de 1951, 1964 y 1993 las condiciones de 
precariedad de las viviendas disminuyeron y aumentaron la prestación de servicios públicos.  
Entre 1951 y 1964 las viviendas con acueducto pasaron del 29% al 39%, y las viviendas con 
alcantarillado crecieron un 9% pasando del 32% al 41%. Las viviendas sin servicios sanitarios 
fueron menos, disminuyendo desde un 59% a un 32%. Es importante decir que el fortalecimiento 
de la oferta de servicios públicos se dio principalmente en las ciudades mientras que la 
prestación de servicios públicos en zonas rurales, entre ellos el alcantarillado por ejemplo, 
mantendrían bajas tasas de cobertura.   
Estos factores ocasionaron un mejoramiento en la calidad de vida y desde luego cambios en 
los patrones epidemiológicos nacionales cambiando cuáles serían las principales causas de 
defunción de la población. En función de estas nuevas condiciones sociales, las tasas de 
mortalidad en el país pasarían de un 20,0% en el periodo 1938 – 1951 a un 11,4% de 1960 – 
1965. (Flórez N., 2016) (Ver Tabla 5. Parámetros demográficos básicos. SigloXX y principios 




Tabla 5. Parámetros demográficos básicos. Siglo XX y principios del siglo XXI (%o) 
 
Fuente: Flórez (2000); Celade (2014). 
También mejoraron los niveles de cobertura en educación gracias a la provisión de nuevas 
escuelas y colegios, lo cual aportó al mejoramiento del nivel educativo de la población y facilitó 
el acceso a las aulas. Particularmente se dio un empoderamiento de la mujer, a través del acceso 
a la educación pública, cambios en la estructura productiva que la abrió un espacio y el 
reconocimiento de derechos civiles y políticos.  
Lo anterior es importante toda vez que el rol de la mujer de la primera mitad de siglo XX 
respondía a las labores del hogar únicamente y se dedicada a la labor de crianza de los hijos la 
mayor parte de su tiempo. No en vano, debido a las costumbres y los bajos niveles educativos de 
las mujeres para la época, los niveles de natalidad y las tasas de fecundidad eran particularmente 
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altas. De hecho, mientras la tasa de mortalidad decreció en el periodo comprendido entre el 1938 
y 1965, la tasa de natalidad permaneció constante y por encima del 44%. 
Lo cierto es que durante este tiempo, entre 1938 y 1951, Colombia logró un rejuvenecimiento 
de la población y respondió a una estructura piramidal de población progresiva pues concentró 
en los menores de 15 años más del 45% de su población, situación impulsada especialmente por 




Gráfico 1. Tasa total de fecundidad, 1905 – 2015. 
Fuente: Cepal (2014). Cálculos del autor 
Los hogares entonces eran particularmente numerosos y por las razones anteriormente 
expuestas se desplazaron de la zona rural hacia las ciudades. También los hogares establecidos 
en la zona urbana se comportaron basados en la tradición, la costumbre o el contexto, a tener un 
mayor número de hijos, aunque no en la proporción del comportamiento de fecundidad de 
hogares rurales pues para la época era mayor el número de hijos por familia rural comparada con 
la familia urbana, situación que hoy se mantiene. “La diferencia entre zonas urbanas y rurales es 
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notoria: mientras las mujeres de las zonas urbanas tienen 2,6 hijos, las de las áreas rurales 
alcanzan 4,4 hijos.” (Ramírez Gómez, 2001),  
En cuanto al aspecto económico, se advierte que el número de población en las ciudades 
aumentó como se ha mencionado y vino consigo un buen momento para la economía nacional. 
El índice del producto interno bruto creció a tasas anuales del 5% entre 1945 y 1955. La 
producción industrial creció aún más notoriamente durante el periodo, al 9% anual y hubo ciertos 
incrementos de las inversiones extranjeras en las manufacturas, aunque el sector industrial 
continuó siendo predominantemente propiedad colombiana. 
Aquel momento fue también una buena época particularmente para el café, principal producto 
de exportación de Colombia. El precio alcanzó los US$3,00 /libra, algo inusual para la época, 
ciertamente lo que trajo consigo una ‘bonanza cafetera’ y la oportunidad de invertir y desarrollar 
el creciente proceso de industrialización y construcción de la infraestructura para la movilidad en 
el país, situaciones altamente demandantes en mano de obra.  
Si bien fue una época de cambios y algunos momentos favorables para la economía, a la 
difícil situación interna ocasionada por el conflicto político se sumó una inflación descontrolada 
que reconoció el aumento del nivel de precios hasta en un 40%. Esta situación agudizó los 
problemas de distribución del ingreso nacional y perjudicó a la clase obrera, cuyo salario perdió 
capacidad adquisitiva progresivamente a lo largo del periodo comprendido entre los cincuenta y 
sesenta. 
Los reclamos de la clase obrera que hacían eco de las necesidades familiares y sus propias 
carencias, canalizados a través de grupos sindicales que cada vez más alcanzaban capacidad de 
negociación y concertación con la clase empresarial, estuvieron alineados con una serie de 
condiciones empresariales, económicas y sociales propicias para el surgimiento de mecanismos 
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para el aseguramiento de la población y garantías en materia de seguridad social para el 
trabajador y sus familias. 
3.2. Condiciones de la calidad de vida y del mercado de trabajo en el sector 
rural 
En la actualidad, la población rural del país asciende a 14,8 millones de personas lo cual 
representa el 30% aproximadamente de la población total de Colombia. No obstante dentro de 
ese universo hay un poco más de 3,3 millones de personas que habitan en municipios ‘rurales’ 
pero que están ubicados en los cascos urbanos de los municipios. Así las cosas, el dato de la 
población rural colombiana corresponde a 11,5 millones de personas y representa el 23% de la 
población total en el país. (Ver Tabla 6. Resultados de la clasificación ruralidad Nacional 2018) 
Respondiendo al criterio de ‘Ruralidad’ establecido por el DNP, se estima que más de 9 
millones de personas viven en municipios clasificados como “rurales”. Según esa definición se 
plantean nuevas categorías en función de los criterios de (1) población en la cabecera municipal, 
(2) la densidad poblacional (hab/km2) y (3) la relación entre la población que reside en la 
cabecera y el área rural (zona resto). De acuerdo a esa categorización se estableció la siguiente 
clasificación para los municipios: (i) Ciudades y aglomeraciones; (ii) Intermedios; (iii) Rurales y 




Tabla 6. Resultados de la clasificación ruralidad Nacional 2018 
Misión Rural Municipios Cabecera Resto Total 
Ciudades y 
aglomeraciones 
110 29.168.026 1.904.890 31.072.916 
Intermedio 325 5.794.518 3.632.733 9.427.251 
Rural 367 2.371.252 3.097.415 5.468.667 
Rural disperso 320 961.555 2.903.851 3.865.406 
Tota general 1.122 38.295.351 11.538.889 49.834.240 
Porcentaje de la población 76,85% 23,15% 100% 
 
Fuente: Proyecciones DANE Censo 2005. Cálculos de ASOCAJAS. 
La población que habita en áreas rurales dispersas ha disminuido en una tercera parte, entre 
2005 y 2014, pasando de 7,5 millones a 5,4 millones de personas, según proyecciones del DANE 
(2005) ó 5,1 millones de personas según estimaciones del Censo Nacional Agropecuario (DANE, 
2014). Lo anterior responde a una tendencia histórica presentada en la segunda mitad de siglo 
XX y que se confirma además con los datos presentados en la Tabla 4. Población total y grado de 
urbanización (1938 – 2015).  
Las tasas de crecimiento de la población rural son inferiores a 1% a partir de 1985 y a 
comienzos del siglo XXI presentan un comportamiento negativo: de -0,38%; -0,44% y -0,39% 
para los años 2005, 2010 y 2015 respectivamente.  
Para el caso de Antioquia, departamento foco para los fines metodológicos del presente 
trabajo de investigación, se establecen 1,4 millones de habitantes en el sector rural. Dicha 
población rural representa el 21,37% de los habitantes del departamento y el 12,38% de la 
población rural colombiana. Particularmente en los 62 municipios clasificados como rurales o 
rurales dispersos, de un total de 125 municipios, residen 934 mil habitantes rurales 




Tabla 7. Resultados de la clasificación ruralidad Antioquia 2018 
Misión Rural Municipios Cabecera Resto Total 
Ciudades y 
aglomeraciones 
11 3.899.851 204.946 4.104.797 
Intermedio 52 1.012.120 640.257 1.652.377 
Rural 41 270.957 358.046 629.003 
Rural disperso 21 79.244 225.609 304.853 
Tota general 125 5.262.172 1.428.858 6.691.030 
Porcentaje de la población 78,65% 21,37% 100% 
 
Fuente: Proyecciones DANE Censo 2005. Cálculos de ASOCAJAS 
En términos sociales, económicos y políticos la situación del sector rural colombiano ha sido 
y continúa siendo compleja, con enormes disparidades, desigualdades e inequidades frente al 
sector urbano, con profundas desconexiones inter e intra regionales, es el escenario preferido y 
ciertamente estratégico para prácticas y actores ilegales, y relegado en términos de capacidades y 
oportunidades de acceso a mecanismos y herramientas para el desarrollo.  
El modelo de desarrollo y la modernización han ignorado y desvalorizado lo rural, porque han 
visto a los conglomerados urbanos como la opción más viable para alcanzar el progreso y lograr 
mejores niveles de vida. Esa opción por lo urbano y por la industrialización llevó al país a darle 
la espalda a la sociedad rural dejando el problema agrario sin solución, agudizando la pobreza y 
la desigualdad, generando conflictos y, con ello, disminuyendo las oportunidades de sus 
pobladores. (PNUD, 2011) 
Para caracterizar y determinar la radiografía rural, en términos de carencias y necesidades 
monetarias y sociales, relevantes para advertir la necesidad de respuesta institucional en términos 
de prestaciones y servicios sociales, requeriríamos un análisis extenso y amplio que se escapa del 
alcance del presente trabajo de investigación. Así las cosas para nuestro propósito principal, de 
proyección de un marco institucional del sistema del subsidio familiar en el sector rural, se 
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toman los principales conceptos y datos en términos de pobreza monetaria y multidimensional y 
bajo esta perspectiva, se buscará un acercamiento a la realidad rural con el fin de sustentar el 
planteamiento del siguiente capítulo.  
En términos generales y respondiendo al levantamiento de información estadística 
convencional, la medición de la pobreza se hace tradicionalmente de forma directa e indirecta, 
siguiendo la clasificación de Amartya Sen (1981). El método directo evalúa los resultados de 
satisfacción (o no privación) que tiene un individuo respecto a ciertas características que se 
consideran vitales como salud, educación, empleo, entre otras.  
En Colombia se realiza la medición directa por medio del Índice de Pobreza Multidimensional 
(IPM). Por otra parte, el método indirecto busca evaluar la capacidad adquisitiva de los hogares 
respecto a una canasta, para esto observa su ingreso, el cual es un medio y no un fin para lograr 
la satisfacción; cuando esta canasta incluye todos los bienes y servicios considerados mínimos 
vitales se habla de la pobreza monetaria general, mientras que cuando solo se considera los 






Gráfico 2. Incidencia de la pobreza Nacional y en Antioquia. 
Fuente: DANE, cálculos con base GEIH. 
Según el método de medición indirecto bajo el cual se estima la pobreza monetaria 
(condiciones en términos de ingreso de la población) podemos decir que sí bien persisten para el 
país niveles elevados de pobreza monetaria, 28% para el 2016, la reducción es notoria 
entendiendo que en el transcurso de 14 años ha disminuido en más de 20 puntos porcentuales. 
(Ver Gráfico 2. Incidencia de la pobreza Nacional y en Antioquia) 
Algo similar ocurre con el caso del departamento de Antioquia. Además de que la tendencia 
en términos de pobreza monetaria es decreciente y positiva, luego de un estancamiento en la 
reducción para los años 2013 y 2014, se aprecia un mejoramiento del indicador para el 2015 y 






















Urbano 10.990.379 516.321 1.673.730 4,7% 15,23% 
Rural 3.054.632 438.736 529.065 14,36% 17,32% 
Fuente: GEIH 2016. Cálculos ASOCAJAS 
El porcentaje de hogares urbanos en condiciones de pobreza y de pobreza extrema 
(indigencia) en Colombia corresponden a un 15,23% y un 4,7% respectivamente. Para el caso del 
sector rural la diferencia con los hogares en zona urbana en términos de pobreza es de 2 puntos 
aproximadamente, registrando un 17,32% de hogares del sector rural en situación de pobreza. La 
diferencia es más amplia en términos de pobreza extrema siendo mayor 3 veces en los hogares 
rurales comparado con los urbanos, reportando un 14,36%.   
Tabla 9. Incidencia de pobreza por ingresos Departamentos 












Urbano Antioquia 1.513.812 59.906 172.248 11,38% 3,96% 




350.427 27.121 80.462 7,74% 22,96% 
Rural Antioquia 349.571 32.452 47.702 13,65% 9,28% 




99.128 22.559 27.403 22,76% 27,64% 
Fuente: GEIH 2016. Cálculos ASOCAJAS. 
Para el caso de Antioquia (Ver Tabla 9. Incidencia de pobreza por ingresos Departamentos) 
de un total de 1,86 millones de hogares aproximadamente, el 81,2% urbanos y 18,8% rurales se 
evidencia, contrario al comportamiento nacional y de manera comparada con los departamentos 
del Meta y Norte de Santander, incidencias de pobreza extrema superiores a los de pobreza. 
Según lo anterior, el 11,38% de los hogares urbanos y el 13,65% de los hogares rurales en 
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Antioquia se encuentran en condiciones de pobreza extrema mientras que el 3,96% de hogares 
urbanos y el 9,28% en el sector rural, se clasifican en pobreza.   
 
Gráfico 3. Comportamiento de las líneas de pobreza y pobreza extrema 2015 - 2016 
Fuente: DANE, cálculos con base en GEIH. 
De acuerdo con el gráfico 3: Comportamiento de las líneas de pobreza y pobreza extrema 
2015 – 2016 la línea de pobreza en Antioquia (costo per cápita mínimo de una canasta básica de 
bienes) fue de $246.012 frente a $227.7791 en 2015. De acuerdo con lo anterior, podemos inferir 
entonces que un hogar en este departamento compuesto por 4 personas, será clasificado como 
pobre sí su ingreso está por debajo de $984.048, es decir, no alcanza para comprar la canasta de 
pobreza. 
De otro lado, la línea de pobreza extrema (costo per cápita mínimo de una canasta alimentaria 
que garantiza las necesidades básicas calóricas) para el departamento de Antioquia fue en el 
2016 de $113.694, es decir, que un hogar de 4 personas será clasificado como pobre extremo si 
su ingreso está por debajo de $454.776.  
Ahora bien, sí el desarrollo humano se entiende como libertad (Sen, 1999), las personas que 
ni siquiera pueden comprar una canasta de alimentos básicos no tienen posibilidades de ejercer 
su libertad. Gran parte de su actividad la dedican a resolver las necesidades más inmediatas. Las 
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privaciones o carencias que padecen les impiden escoger el tipo de vida que consideran mejor. 
(PNUD, 2011) 
Cerca de la mitad de los pobladores del campo, enfrentan carencias importantes en el acceso a 
servicios sociales y productivos básicos de manera que sus hogares son clasificados como pobres 
según el índice multidimensional estimado por el DANE en el Censo Nacional Agropecuario. El 
45.7% de la población rural en Colombia se encuentra en niveles de pobreza multidimensional. 
Para tener una perspectiva de lo que las privaciones particulares del sector rural representan, 
en el ámbito nacional y departamental (antioqueño), se consideran las estimaciones realizadas 
por el DANE para determinar la pobreza multidimensional. Las dimensiones que reportan 
mayores niveles de precariedad en el sector rural están relacionadas con las condiciones de 
informalidad del empleo (90,17%), la educación, relacionando el bajo logro educativo (74,66%) 
y el rezago escolar (40,77%), el cuidado de los niños (22,06%) y el analfabetismo (23,04%). Ver 
Gráfica 4 Incidencia pobreza multidimensional Nacional 
En el orden nacional, en el caso de las carencias en condiciones sanitarias y habitacionales 
básicos de las viviendas, el material de pisos inadecuado, sumado a los niveles de bajo logro 
educativo, informalidad laboral y analfabetismo, son  las dimensiones con mayores brechas 
registradas entre el sector urbano y el sector rural, superando en más de 10 puntos las diferencias 
entre variables. Ver Gráfica 5 Brecha por privación a nivel Nacional 
Lo anterior da razón a un par de ejemplos que representan lo anterior. Uno de ellos, es en 
ocasión de la débil infraestructura establecida para la oferta de bienes y prestación de servicios 
públicos en el sector rural. Por ejemplo la dispersión de los hogares rurales y la distribución 
espacial en la que se han erigido históricamente los asentamientos no ha facilitado la atención 
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gubernamental para disponer sistemas de alcantarillado óptimos para el conducto de aguas 





Gráfico 4. Incidencia pobreza multidimensional Nacional 
 
Gráfico 5. Brecha por privación a nivel Nacional 
Fuente: GEIH 2016 
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Otro ejemplo en términos de las carencias en el sector rural fundamentadas en la la debilidad 
de la infraestructura, se encuentra en los servicios educativos Ver Gráfica 6 Incidencia pobreza 
multidimensional Antioquia. Para ilustrar el caso de Antioquia, particularmente las dimensiones 
relacionadas con el Bajo logro educativo (72,64%) y el Rezago escolar (39,73%), en el 2015 
Antioquia contaba con 4.496 instituciones educativas oficiales en funcionamiento, de las cuales 
la inmensa mayoría es decir 3.738 (85,4%) están ubicadas en el sector rural.  
Lo anterior reporta dos complejidades: la primera referida al sistema educativo rural el cual 
responde en 1.921 centros educativos rurales (51%) a la modalidad de ‘Escuela nueva’ la cual 
concentra el proceso de formación de los estudiantes, independiente de su nivel o grado 
académico en un solo docente. Adicionalmente en estos establecimientos educativos, y he aquí la 
segunda complejidad, es que la oferta educativa se brinda hasta 5º grado de primaria y para 
quienes deseen y puedan costear (transporte hacia el casco urbano) su permanencia y continuidad 
en la escuela, deben continuar sus estudios en una institución educativa oficial, situación que por 
motivos familiares, económicos y/o laborales, expulsa un gran número de estudiantes del sistema 




Gráfico 6. Incidencia pobreza multidimensional Antioquia 
 
Gráfico 7. Brecha por privación en Antioquia 
Fuente: GEIH 2016 
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Condiciones del mercado de trabajo en el sector rural 
Según la Constitución Política y otros elementos institucionales mencionados hace algunos 
apartes, a juzgar por lo que dicta el artículo 64, la tarea queda pendiente en varios ámbitos según 
las garantías por derechos del trabajador agrario, y en general para la población rural.  
Según lo establecido “Artículo 64. Es deber del Estado promover el acceso progresivo a la 
propiedad de la tierra de los trabajadores agrarios, en forma individual o asociativa, y a los 
servicios de educación, salud, vivienda, seguridad social, recreación, crédito, comunicaciones, 
comercialización de los productos, asistencia técnica y empresarial, con el fin de mejorar el 
ingreso y calidad de vida de los campesinos.” (Negrilla fuera de texto)  
Las carencias en términos sociales, económicos y políticos han sido expuestos anteriormente, 
aunque tangencialmente pero con la integralidad suficiente para lograr identificar ciertas 
problemáticas del sector rural. Para efectos del presente trabajo de investigación se hace 
necesario abrir las condiciones del mercado de trabajo en el sector rural. 
De 4.845.007 trabajadores rurales, el 53.2% se clasifican como independientes o cuenta 
propia, 18.5% como empleados u obreros, 11.6% como jornaleros y 16% en otras posiciones 
ocupacionales (DANE - GEIH, 2015). Algunos analistas (Tenjo, 2015) agrupan en la categoría 
de “trabajadores independientes” a todos los trabajadores que no son empleados o asalariados, 
con lo cual este grupo representaría algo más del 70% del total de ocupados rurales. 
Para el caso de Antioquia y basados en los datos suministrados por el Departamento de 
Seguridad Social y Mercado de Trabajo, en colaboración con el presente trabajo de 
investigación, se aprecian algunas diferencias y con mayor evidencia, se destaca la diversidad en 
las relaciones de trabajo. Según los datos, el sector rural de Antioquia cuenta con 494.049 
trabajadores de los cuales una tercera parte son asalariados (Empleados particulares o del 
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gobierno) y cerca de 63% corresponde a los ‘Cuenta propia’ (36,8%), ‘Jornaleros’ (22,4%) y los 
Trabajadores familiares sin remuneración –TFSR- (4,2%). (Ver Gráfica 8. Perfil Ocupacional 
Antioquia Rural)   
 
Gráfico 8. Perfil Ocupacional Antioquia Rural 
Fuente: Construcción del autor basado en (Departamento de Seguridad Social y Mercado de 
Trabajo, Universidad Externado de Colombia, 2018) 
Según lo anterior el sector rural antioqueño, reúne en casi dos tercios de las relaciones 
laborales, modalidades donde priman las prácticas informales contractuales, entre ellas, los 
‘Cuenta propia’, ‘jornaleros’ y los ‘TFSR‘. Adicionalmente el 59%, es decir 267.017 
trabajadores desempeñan labores agrícolas, sector acostumbrado y de comportamiento 
generalizado informal. Sin embargo, una cuarta parte de los trabajadores rurales en Antioquia, es 
decir el 24,6% (111.454) pertenecen al sector servicios (Comercio, Hoteles y Restaurantes, 
Transporte, Servicios financieros e inmobiliarios, Educación y Otros servicios)  (Ver Anexo E. 






















En el contexto nacional, la agricultura se mantiene como la principal actividad económica en 
el campo a la cual está vinculado el 51.1% de los trabajadores del sector rural; le sigue en 
importancia el comercio con 17.4% del empleo y los servicios sociales con el 10.6%; En las 
actividades de servicios sociales (que incluyen los trabajos de cuidado a población dependiente y 
doméstico), el comercio y la industria, las mujeres encuentran mayores posibilidades de 
ocupación y presentan mayores tasas de participación que en las actividades agropecuarias 
(Tenjo 2015). 
Desde el ámbito de la Seguridad Social el primer y mayor notable avance, destacado en 
escenarios internacionales inclusive, es la cobertura prácticamente universal del Sistema de 
Seguridad Social en salud, en otras palabras, la afiliación ‘cuasi plena’ de la población rural al 
régimen subsidiado en salud.  
Para el año 2014 la población cobijada por el sistema de salud alcanzó un 96% de cobertura 
incrementándose desde el 2005 en 20 puntos (76%). (DANE - CNA, 2014). Este indicador es 
uno de los que mayor incidencia tiene en los decrementos alcanzados por la pobreza 
multidimensional en el sector rural, la cual como se mencionó anteriormente alcanza un 45,7% 
de la población.  
En el aspecto pensional y basados en los datos de la encuesta integrada de hogares se señala 
que en los centros poblados y rurales dispersos, sólo el 12% de los ocupados cotiza a pensión. Es 
importante señalar que existen 4,8 millones de trabajadores permanentes que laboran en la zona 
rural dispersa y de estos 2,8 millones son personas que siendo trabajadores permanentes 
pertenecen a los hogares, entonces esta es una primera razón que explica el porqué de este 
fenómeno de baja afiliación en pensiones.  
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Estas particularidades, sumadas a las precariedades sociales rurales presentadas 
anteriormente, motivaron para que en el diálogo enmarcado en el Acuerdo de Paz buscado entre 
el Gobierno Nacional y el grupo guerrillero FARC (Fuerzas Armadas Revolucionarias de 
Colombia) se le diera un foco especial al sector rural y se determinaran acciones que 
comprendieran las complejidades sociales y económicas del sector rural colombiano y se 
plantearan programas para mejorar las condiciones de vida de esta población.   
De acuerdo a lo negociado y pactado entre las partes en el marco del Acuerdo de Paz firmado 
en 2016, en lo referido al punto 1 de Reforma rural integral y el capítulo especial en mención 
sobre los ‘Estímulos a la producción agropecuaria y a la economía solidaria y cooperativa. 
Asistencia Técnica. Subsidios. Crédito. Generación de ingresos. Mercadeo. Formalización 
laboral.’ (Negrilla fuera de texto) (Oficina del Alto Comisionado para la Paz, 2016) se establece 
una vía institucional para la definición del ‘primer piso de protección social’ para el sector rural. 
Sin embargo cabe una pregunta y es ¿cuál es el alcance del piso de protección social planteado 
en el Acuerdo y los desafíos para las prestaciones y servicios sociales del Sistema del Subsidio 
Familiar? 
Con respecto a los Pisos de protección social planteados por la Organización Internacional del 
Trabajo finalmente se materializa en la Recomendación de la OIT 202 de 2012, en la cual se 
puntualiza que “(…) los Pisos de Protección Social constituyen conjuntos de garantías básicas de 
seguridad social definidos a nivel nacional que aseguran una protección destinada a prevenir o a 
aliviar la pobreza, la vulnerabilidad y la exclusión social” (Organización Internacional del 




- Acceso a un conjunto de bienes y servicios definido a nivel nacional, que 
constituyen la atención de salud esencial, incluida la atención de la maternidad, que 
cumpla los criterios de disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y calidad; 
 
- Seguridad básica del ingreso para los niños, por lo menos equivalente a un nivel 
mínimo definido en el plano nacional, que asegure el acceso a la alimentación, la 
educación, los cuidados y cualesquiera otros bienes y servicios necesarios; 
 
- Seguridad básica del ingreso, por lo menos equivalente a un nivel mínimo 
definido en el plano nacional, para las personas en edad activa que no puedan obtener 
ingresos suficientes, en particular en caso de enfermedad, desempleo, maternidad e 
invalidez, y; 
 
- Seguridad básica del ingreso para las personas de edad, por lo menos equivalente 
a un nivel mínimo definido en el plano nacional. 
En concreto, se trata de dar acceso a unos servicios de salud esenciales y de garantizar un 
ingreso mínimo a todas las personas durante el ciclo de vida. Debe resultar claro que el PPS no 
es meramente asistencial, ya que incluye medidas preventivas, promocionales y activas que se 
concretizan en una pluralidad de métodos e instrumentos, como los regímenes universales de 
prestaciones, regímenes de seguro social, regímenes de asistencia social, regímenes de impuesto 
negativo sobre la renta, regímenes públicos de empleo y regímenes de apoyo al empleo 
(Organización Internacional del Trabajo, 2012), que coordinados entre sí permiten al Estado 
cumplir con sus compromisos. 
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En lo que se refiere al Acuerdo de Paz, la mención al alcance de la garantía de protección 
social es poco precisa: “La garantía de protección social, mediante un beneficio económico 
periódico para los trabajadores y trabajadoras del campo en edad de jubilarse y de un subsidio de 
riesgos laborales, proporcional a un ahorro individual acompañado de un subsidio por parte del 
Estado.” (Oficina del Alto Comisionado para la Paz, 2016) 
Lo que se permite inferir de lo anterior, y basados también en los planes y programas 
propuestas en marcha para la implementación de lo acordado, es que el alcance dado por este 
compromiso plantea un esquema de ahorro para la vejez (programa BEPS de Colpensiones), la 
permanencia de la población rural en el régimen subsidiado en salud con miras a mejorar el 
servicio en términos de calidad y accesibilidad y la oferta de un ‘seguro inclusivo’ que proteja la 
población trabajadora y su familia en términos de los riesgos laborales mínimos que puedan 
enfrentarse en la labor agropecuaria.  
Sin embargo, aspectos esenciales para un primer piso de protección social orientados a la 
seguridad básica del ingreso de niños y/o población vulnerable, se quedan cortos. Por ejemplo, ni 
las prestaciones sociales ofrecidas hoy por el Sistema del Subsidio Familiar, como la cuota 
monetaria o los mecanismos de protección al cesante ni los servicios sociales prestados por las 
Cajas, entendidos aquellos como los servicios de vivienda, educación, recreación, crédito, 
turismo, entre otros, destinados a proteger y mejorar la calidad de vida de las poblaciones en 
condición de vulnerabilidad, no son considerados propiamente como un componente de la 
propuesta del primer piso de protección social para la población rural y se desconoce un 
mecanismo fundamental como lo es el Subsidio Familiar, el cual como prestación social puede 
realizar aportes significativos para el logro de las metas y objetivos establecidos.  
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¿Cómo puede el Subsidio Familiar, entendida como una prestación social del régimen de 
Seguridad Social, fortalecer el componente del piso de protección social para el sector rural?, 
desde el punto de vista institucional, mirada orientadora del presente trabajo de investigación 
¿cuáles son las instituciones que viabilizan e integran el marco institucional del Subsidio 
Familiar para una intervención efectiva en el sector rural? De estas preguntas se ocupará el 
siguiente capítulo.  
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4. Esquema para el Sistema del Subsidio familiar en el sector rural. Capítulo 
Antioquia. 
En esta sección final del trabajo de investigación la cual propone el marco institucional del 
Sistema del Subsidio Familiar para contribuir a la atención de las necesidades de bienestar y 
protección de la población rural, es importante destacar algunos aspectos del contenido 
desarrollado en el trabajo de investigación para comprender y sustentar el planteamiento en 
cuestión.  
En primera instancia, las instituciones que desarrolló el Sistema del Subsidio Familiar, 
aquellas que específicamente le dan una identidad propia a los actores y elementos que en él se 
desenvuelven, respondieron a situaciones problemáticas o desafíos sociales y resultaron en un 
acuerdo para el mejoramiento de las condiciones de vida de la población, o de un sector en 
particular; se crearon instrumentos de política para determinar aspectos funcionales y 
presupuestales para la intervención social; se determinó un aliado importante para ejercer la 
operación y liderazgo de aquellos instrumentos de política diseñados como las Cajas de 
compensación familiar y, en términos de cobertura y resultado, se definieron metas para evaluar 
y establecer un balance del ejercicio realizado.  
Para ejemplificar lo anterior puede verse las definiciones de política de los últimos años de 
cara al fortalecimiento del sector trabajo. El mecanismo de protección al cesante y el instrumento 
de financiación creado como el FOSFEC (Fondo de solidaridad, fomento del empleo y 
protección al cesante) dan cuentas de la concertación entre actores frente una circunstancia 
problemática colectiva y las soluciones efectivas para determinados desafíos sociales que pueden 
ser ofrecidas por el Sistema del Subsidio Familiar. Atendiendo un contexto nacional de alta 
informalidad laboral, dificultades institucionales para la intermediación efectiva de gestión del 
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empleo, escasas oportunidades para la capacitación y formación de la población para la 
reinserción laboral o el autoempleo (emprendimiento) y una demanda creciente de mano de obra 
calificada insatisfecha en el sector empresarial, surge la adecuación institucional, los acuerdos 
técnicos, financieros y operativos y un operador que ofrezca su capacidad para poner en marcha 
las definiciones de política diseñadas en función de los desafíos sociales que deben resolverse.   
Las Cajas de compensación familiar, operadoras del Sistema del Subsidio Familiar, han 
asumido la responsabilidad particular como ejecutores demostrando experiencia, idoneidad y 
fortaleza territorial para poner en marcha las acciones de política. Acompañadas por el sector 
público, en este caso el Ministerio de Trabajo como rector de política pública en esta materia y 
quien últimamente ha incidido y articulado las definiciones de política alrededor del Sistema del 
Subsidio Familiar, se establecen metas y acuerdos para el cumplimiento de los propósitos de 
políticas determinadas. En este caso, del Mecanismo de Protección al Cesante.  
Esa evolución institucional ha sido permanente para el sistema y activa en las diferentes 
coyunturas que ha vivido Colombia. El diseño y disposición de herramientas institucionales, 
caracterizadas como Prestaciones sociales clásicas de la Seguridad Social; Prestaciones por 
servicios sociales; Prestaciones de la protección social por delegación del Estado y Prestaciones 
sociales acordadas con el Estado (Ver Tabla 1. Evolución del Marco Institucional del Sistema del 
Subsidio Familiar, Capítulo 2) permiten abordar diversos frentes sociales en articulación con 
sector público y sociedad.   
 
Sin embargo, y es una particularidad funcional del sistema mismo, su proceder no 
corresponde a una integración de instituciones, y menos una coordinación, para resolver o 
atender necesidades sociales. Tal y como se describió en el capítulo 2.5 El papel del  Sistema del 
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Subsidio Familiar en el sector rural, en lo que concierne específicamente al campo colombiano, 
foco sectorial de nuestro análisis, no existen relaciones de coordinación y convergencia 
institucional seguramente entre otras razones, por la dispersión institucional y de recursos 
(limitados por cierto cuando se piensa en inversión rural), sumado a que no existe la práctica al 
interior del sistema de ejecutar de manera mancomunada intervenciones integrales con miras a 
cerrar brechas sociales en términos de eficiencia y oportunidad en el territorio.    
La ausencia de coordinación institucional, entendida no solamente como el vacío de 
interacciones endógenas del sistema sino también a partir de los ineficaces esfuerzos 
interinstitucionales por converger diversos actores en función de objetivos sociales, es una 
necesidad a resolver y que el Marco institucional del Sistema del Subsidio Familiar proyectado 
hacia el sector rural pone en consideración.   
Esa coordinación, representada en el marco institucional en cuestión debe plantear no solo 
una integración institucional sino determinar a la vez medidas progresivas según la comprensión 
de las complejidades sociales del sector rural, con perspectiva territorial. En otras palabras, el 
reto está en lograr adecuar al sector rural de acuerdo a sus lógicas, un marco institucional 
existente de prestaciones y servicios sociales el cual ha sido pensado en contextos y realidades 
urbanas. 
Nuevos desafíos sociales a cargo del Sistema del Subsidio Familiar, como el reto de ‘lo rural’, 
implica una coordinación institucional efectiva y requiere de más recursos. La presencia regional 
y capacidad presupuestal del Sistema del Subsidio Familiar no es nada despreciable y como se 
vio en el Capítulo 2 en la sección de Cifras generales del Sistema del Subsidio Familiar, su 
cobertura con cerca de un 42% de la población colombiana y presencia en todo el territorio 
nacional a través de sus 43 Cajas, sumado a la solvencia financiera ($14 billones de pesos en 
84 
 
ingresos para 2015), respaldan con solidez y brindan estabilidad a la continuidad de diversos 
servicios sociales en Colombia que son de su resorte. No obstante, la incursión en los territorios 
rurales debe convocar la convergencia de diversas fuentes de financiación para la inversión 
social en el sector rural colombiano, la concertación de cuáles deben ser los instrumentos de 
política para cumplir los objetivos sociales planteados y lo que es imprescindible, saber 
comprender los problemas estructurales del mercado de trabajo en la ruralidad en términos de 
mejorar la calidad de vida de esta población.  
Según la radiografía del sector rural, expuesta en el capítulo 3. Contexto rural colombiano, 
además de la transición demográfica y las particularidades sociales que se viven en el sector 
rural, se logra apreciar del mercado de trabajo problemas estructurales que constituyen barreras 
para el accionar efectivo e integral de los instrumentos e instituciones del Sistema del Subsidio 
Familiar en su conjunto. Entre dichos problemas se advierte: (1) las relaciones de trabajo 
diversas que caracterizan el sector rural; (2) las dificultades en los ingresos mínimos y el 
esquema de liquidación para la aportación a los mecanismos de Seguridad Social; (3) la débil 
capacidad instalada e infraestructura social para atender requerimientos sociales de la población 
rural; y (4) un comportamiento cultural de la no prevención generalizado, manifestado en la 
elusión del reconocimiento y exigencia de pago de las prestaciones sociales entre empleadores y 
trabajadores.  
En primera instancia y como es sabido, las relaciones de trabajo en el sector rural no obedecen 
en su mayoría a relaciones formales convencionales. Como se presentó en la sección de Contexto 
rural, existen para el sector rural otras formas o relaciones de trabajo que mayoritariamente 
representan dos terceras partes y que es en éstas en las que recaen la mayoría de prácticas 
informales desde lo laboral, o al menos, en las que se desconocen las prestaciones sociales 
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propias de un contrato laboral. Además, como es apenas lógico, en las relaciones de trabajo 
referidas como los ‘Cuenta propia’, ‘trabajadores familiares sin remuneración’ o los ‘jornaleros’, 
el factor de dependencia es inexistente (para el caso de los primeros, Cuenta propia) o no 
vinculante frente a las obligaciones laborales para el caso de los otros (trabajadores familiares sin 
remuneración y jornaleros). En segunda instancia, los niveles de ingreso de la población rural de 
acuerdo con la periodicidad de los ciclos económicos marcados por las temporadas de cosecha 
no son comprendidos por los esquemas de aportación a la seguridad social. La regularidad de la 
aportación en el país establece contribuciones mensuales (basados en una lógica de salario 
mensual, según la lógica urbana además) y desconoce que los ingresos, y en general la economía 
de muchas regiones y sectores rurales se mueve en gran parte a partir de las cosechas. Por 
ejemplo, las regiones cafeteras encuentran su mayor dinamismo económico en la segunda parte 
del año, específicamente en la temporada comprendida entre los meses de agosto y noviembre y 
es durante esta época del año que los trabajadores rurales tienen el dinero suficiente para 
satisfacer sus necesidades básicas, familiares y de entretenimiento. Otra situación que es 
elemental mencionar está relacionada con los esquemas dispuestos para la aportación a la 
seguridad social. Según las lógicas del sector rural los ‘trabajadores independientes’, categoría en 
los que pueden considerarse los ‘Cuenta propia’ o los ‘Jornaleros’ por ejemplo, deben regirse por 
el esquema de aportación existente para los trabajadores independientes (condiciones para los 
aportes a la seguridad social descritos en la Ley 789 de 2002, Decreto 1072 de 2015 y las 
resoluciones 2388 y 5858 de 2016). Los lineamientos allí dispuestos no comprenden la realidad 
económica rural por dos razones: (i) El Índice básico de cotización –IBC- mínimo debe ser un 
salario mínimo mensual legal vigente –SMMLV- y el esquema de aportación a la seguridad 
social se basa en una cotización sobre el 12,5% en salud, 16% en pensión, 1,044% (riesgo tipo ii 
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para labores agrícolas) y el 2% (opcional) para el Sistema del Subsidio Familiar. En cifras del 
2016 (1 SMMLV: $689.455) el aporte mínimo por un trabajador rural ‘independiente’ sería, 
mensualmente, de $217.481, lo que tiene una segunda connotación además frente a los ingresos 
y es que (ii) según los el costo per cápita mínimo de una canasta básica de bienes en Antioquia, 
estimado para 2016 en $246.012, éstos no alcanzan a ser suficientes para lograr, una vez 
resueltas las necesidades básicas y familiares, aportar en los mínimos establecidos para las 
contribuciones a la seguridad social. Como tercera instancia las infraestructuras sociales en 
general, han sido ubicadas (por no decir que centralizadas) en los centros poblados y a distancias 
considerables y muchas veces inaccesibles (por los costos de desplazamiento e ingreso) para los 
habitantes rurales. De hecho, infraestructuras recreativas o de esparcimiento han sido ubicadas en 
las regiones o municipios rurales, pero pensadas para el esparcimiento y divertimento de quienes 
habitan las ciudades y cuentan con las capacidades suficientes para acceder a estos servicios. En 
otras palabras, las infraestructuras sociales no responden a las necesidades, expectativas o 
capacidades de los habitantes del sector rural. Y como cuarta y última instancia a destacar, se 
advierte un comportamiento recurrente entre los empleadores y trabajadores del sector rural y 
que tiene que ver con la elusión de las prestaciones sociales como una obligación laboral del 
empleador al encontrar un rechazo en el reconocimiento de dichas prestaciones de parte del 
trabajador rural, pues éste entiende en dicho pago un menor ingreso nominal sobre su jornal.   
El marco institucional del Sistema del Subsidio Familiar proyectado hacia el sector rural pone 
en el centro de análisis a la población, sus costumbres y necesidades, y encuentra en las 
prestaciones y servicios sociales las vías para llevar bienestar y mejorar la calidad de vida de los 
habitantes rurales. Esta concepción implica necesariamente un modelo de ajustes institucionales 
y adecuación de elementos para la innovación social, que replantea el esquema convencional de 
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operación de las prestaciones y servicios sociales para lograr responder a las complejidades del 
sector rural. En ese orden de ideas, es necesario pensar en clave de las de las instituciones del 
Sistema del Subsidio Familiar, que deben responder a las relaciones de trabajo diversas y que 
lleven beneficios a una población afiliada con tendencia creciente (como indicador de resultado) 
en el sector rural.  
Una respuesta al desafío y a la exigencia de un modelo de innovación social son los Servicios 
Sociales, en el contexto del marco institucional proyectado hacia el sector rural. Éstos, como 
elementos integrales de la Declaratoria de los Derechos Humanos, buscan disminuir los niveles 
de vulnerabilidad de aquellos que enfrentan situaciones de marginalidad o de exclusión social, 
quienes por la situación particular de su curso de vida enfrentan situaciones críticas o restrictivas, 
o de los que por alguna situación o condición particular encuentran limitaciones para el libre 
desarrollo, ejercicio y disfrute de sus derechos fundamentales, sociales, económicos o culturales. 
Según lo que se recoge en el presente trabajo, son las prestaciones y servicios sociales los 
mecanismos que deben ser promovidos y profundizados en los territorios rurales para cortar con 
las relaciones de marginación y exclusión de los que han sido sujetos los habitantes de las zonas 
rurales del país. 
Los Servicios Sociales a pesar de ser una herramienta vital para el mejoramiento de las 
condiciones de vida de la población, independiente de si es urbano o rural, son el eslabón más 
débil de la protección social. Históricamente, de manera específica en el ámbito rural, la 
desarticulación, ineficiencia y dispersión han dificultado sinergias que complementen las 
intervenciones sociales y asegurar mejores resultados en términos de la transformación e impacto 
de la población beneficiaria en los territorios. Solo basta con determinar los niveles de atención a 
los contextos urbano-rurales como focos de prioridad de las políticas públicas en general y los 
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indicadores de disparidad sociales que denota el contraste urbano-rural para demostrar las 
ineficiencias del cualquier modelo, entre ellos, del Sistema del Subsidio Familiar por ejemplo.   
Para atender las características y demandas del contexto rural actual, propios del presente 
siglo, los Servicios Sociales deben ser reconocidos como derechos plenos de la sociedad y en 
función de lo anterior, evolucionar según algunos aspectos:  
(i) Universalidad, como tendencia para ampliar beneficios entre la población 
con enfoque de inclusión;  
(ii) Responsabilidad asumida y administrada por el Estado acogiendo la 
corresponsabilidad social de actores y entidades con experiencia, trabajo y 
legitimidad en el territorio;  
(iii) Cambios de la concepción ‘reparadora – reactiva’ a una de 
‘transformadora – preventiva’;  
(iv) Acciones con perspectiva territorial en las cuales el centro de la 
intervención sea la ciudadanía; y  
(v) Organización de los Servicios Sociales en términos de la integración para 
la prestación, la participación intersectorial, las definiciones normativas requeridas y 
la creación o ajuste de  la estructura organizativa responsable de la ejecución, con 
bases financieras, técnicas, humanas y operativas sólidas 
Según estos aspectos y de acuerdo con nuestro objetivo principal con miras a plantear un 
marco institucional caracterizado por sus instituciones elementales (rutinas) del Sistema del 
Subsidio Familiar, que contribuya a la atención de las necesidades de bienestar y protección 
social de la población y familias rurales de Antioquia, a continuación se plantea lo siguiente:  
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(i) Marco institucional del Subsidio Familiar adaptado al contexto 
rural con definiciones de los ámbitos territoriales, sectoriales e institucionales 
para la implementación y  
(ii) Esquema operativo integral de servicios sociales del Subsidio 
Familiar para el sector rural antioqueño. Ver Anexo C. Esquema de servicios 
para el sector rural 
Marco institucional 
El marco institucional que se propone, y que comprende en primera instancia los altos niveles 
de informalidad laboral en el sector rural, inclusive en Antioquia, debe comenzar por entender la 
importancia, y a su vez atender los esfuerzos necesarios de promoción alrededor de la 
formalización laboral. Es claro que el esquema contractual para el empleo formal no atiende 
particularidades productivas, económicas (ciclos de cosecha) o culturales de este sector. Si bien 
se ha pensado que el primer piso de protección social para el sector rural puede ser una respuesta, 
hay que ir más allá en términos de diseño de instituciones para lograrlo.  
Allí es donde el marco institucional plantea, luego de una promoción entre los empleadores y 
productores del sector rural y bajo el precepto de formalidad laboral que atienda las lógicas del 
empleo y las relaciones de trabajo diversas que se presentan en el sector rural, se promueva la 
ampliación de la base de afiliados rurales al Sistema del Subsidio Familiar. El punto de partida es 
la comprensión y adopción de las facilidades para el acceso a la Seguridad Social desde el punto 
de vista laboral estipulado en el decreto 2616 de 2013 para la cotización por semanas y las 
nuevas definiciones que implique la comprensión de las relaciones laborales en el campo.    
Para trabajadores del sector rural que laboren al menos 96 horas al mes, lo cual según las 
dinámicas de las jornadas laborales en el campo pueden ser dos semanas o menos, debe hacerse 
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la cotización a la Seguridad Social por lo que corresponde incluyendo el aporte a Caja de 
compensación familiar. El trabajador rural podrá ver disminuido su ingreso nominal pero en 
beneficios, como cuota monetaria por ejemplo, podrá percibir una compensación mayor al jornal 
convencional al que está acostumbrado. Otro elemento que se considera es que la cuota 
monetaria que se reconoce en el sector rural no obedezca únicamente a trabajadores del sector 
primario sino que se reconozca también su 15% adicional en valor a la generalidad de los 
trabajadores rurales independiente de su sector económico, siempre y cuando su empeño laboral 
y su domicilio coincidan en zona rural.   
Un desafío más para la implementación del marco institucional, en términos del desempeño 
eficiente de los Servicios Sociales en el sector rural, reside en su coordinación. Ésta debe 
establecer sinergias, más que una simple articulación o llana ‘juntanza’ de actores y esfuerzos, 
que proponga una complementariedad entre acciones aportando en términos de eficiencia e 







Gráfico 9. Ámbitos para la coordinación de Servicios Sociales 
Fuente: Construcción del autor basado en (Jiménez Fernández, 1999) 
  
Es necesario contar además con espacios de coordinación interinstitucional que faciliten la 
materialización de los objetivos sociales. La intención y ejercicio de estos espacios debe 
trascender modelos conocidos, y reconocidos como ineficientes como es el caso del Consejo 
Superior del Subsidio Familiar por ejemplo, para promover la concertación, la acción y puesta en 
marcha de los Servicios Sociales. Seguramente, su concepción no debería partir desde la 
instancia nacional y que a medida que baja hacia contextos regionales y locales, se queda a 
medio camino. La alternativa debería pensarse desde las particularidades territoriales que recoja 
las lógicas locales y regionales, para determinar las instituciones que deben converger y ser 
protagónicas en la coordinación. El Sistema del Subsidio Familiar ha probado ya dos modelos 
asociativos en los cuales puede basarse para pensar en un esquema que permita la convergencia 
operativa hacia el sector rural. Ellos son (i) el modelo de la unión temporal entre las Cajas de 
compensación familiar para la política de vivienda social, mediante la cual el sistema a través de 
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las Cajas ha sido el operador-socio del Estado en esta materia y ser un aliado clave en la 
materialización de resultados relevantes para resolver los déficit cuantitativos en materia 
habitacional con los que cuenta el país. Otro esquema, con fines comerciales tiene que ver con 
(ii) la alianza entre Cajas de compensación familiar liderada por Compensar denominada ‘Cajas 
Sin Fronteras’ la cual amplía a nivel nacional los beneficios en turismo, recreación y cultura para 
los afiliados de las Cajas que hacen parte de la alianza (27 a nivel nacional). Definir cuál es el 
modelo operativo ideal no es el alcance de este trabajo, pero se mencionan dos posibilidades para 
un desarrollo posterior.  
Sí es objeto de este trabajo de investigación plantear el esquema de coordinación, el cual debe 
vincular entre sí y ejecutarse según diversos ámbitos. Ver Gráfica 9. Ámbitos para la 
coordinación de Servicios Sociales:  
(a) El Territorial, que responde a las necesidades locales, regionales y estatales, actúa 
de manera descentralizada y comprende las lógicas sociales, culturales, económicas y 
políticas de la población;  
(b) Sectorial que identifica, prioriza y determina intervenciones dirigidas a los 
colectivos, grupos sociales o población vulnerable (infancia, adolescencia y juventud, 
adulto –mujer-, adulto mayor, personas con discapacidad, víctimas, etc.); 
(c) Institucional que permite la confluencia e interacción entre el sector público, el 
sector privado y la sociedad civil para la construcción participativa bajo principios de 
eficacia y eficiencia;  
(d) Inclusión que establece los servicios básicos de primer nivel para la población en 
general y que dirige otro tipo de servicios dirigidos y especializados a ciertos grupos 
específicos y/o en condiciones particulares; y  
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(e) Protección Social desde la que se comprenden los Servicios Sociales como 
herramientas complementarias a su función y en un sentido amplio irrestricto. 
Desde el punto de vista de la financiación necesaria para el cumplimiento de este progresivo 
incremento de afiliados y/o beneficiarios de prestaciones y servicios sociales en el sector rural, el 
planteamiento del presente trabajo se ciñe a uno de los principios rectores del Sistema del 
Subsidio Familiar: la compensación; la cual debe ser entendida además en términos solidarios de 
las ciudades con el campo. Los recursos que el Sistema del Subsidio Familiar ejecuta en cuota 
monetaria son excedentarios y la población beneficiaria de cuota monetaria en los centros 
urbanos crece marginalmente. Bajo este contexto es relevante advertir dos hechos relevantes a 
partir del análisis realizado en secciones anteriores, además el uno dependiente del otro (Capítulo 
2.4. Cifras generales del Sistema del Subsidio Familiar en Colombia), Mientras que los Aportes 
al sistema crecen durante el periodo 2005-2015 al 11,8% promedio anual y la población 
trabajadora afiliada al Sistema del Subsidio Familiar crece a razón de un 7,3% promedio anual en 
el periodo 2005-2015, los recursos distribuidos por cuota monetaria crecen en un 9% 
aproximadamente y los beneficiarios afiliados de cuota monetaria crecen solo el 2,1% promedio 
anual en el mismo periodo, es decir en cuanto a este último, 3,5 veces menos. Estas disparidades 
tienen una consecuencia en los recursos disponibles para la compensación a través de la cuota 
monetaria, en función de que año tras año, serán más los recursos no ejecutados (excedentes) por 
este concepto y, al menos en lo que se refiere a la compensación monetaria, serán menos los 
recursos destinados para esta causa. Según lo anterior, los excedentes producidos por el sistema 
por la no asignación del subsidio monetario serán cada vez más altos y esta condición abre la 
posibilidad para atender nuevas poblaciones, como la del sector rural por ejemplo, y/o fortalecer 
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los esquemas de prestaciones y servicios sociales del sistema, orientados desde luego al sector 
rural como una nueva posibilidad.  
Pues bien, según lo que se ha expuesto en secciones anteriores puede decirse que sí bien para 
la población colombiana en general existen desafíos y disparidades que deben atenderse desde 
las diferentes instancias para ofrecer garantías y servicios efectivos según los preceptos de 
bienestar y de calidad de vida, la población que reside en el sector rural colombiano se ve 
enfrentada histórica y sistemáticamente a una desintegración y desconexión de los mecanismos 
para el bienestar. 
El Subsidio Familiar como sistema, como una prestación social del régimen de la Seguridad 
Social y como una herramienta esencial para implementar mecanismos efectivos en materia de 
Protección Social, puede responder a algunas de las necesidades sociales más apremiantes del 
sector rural y las instituciones del Subsidio Familiar y las Cajas de compensación  familiar son 
actores claves en la resolución de algunas situaciones problemáticas que aún no encuentran vías 
o alternativas efectivas de solución.  
Para que ello sea posible deben existir ajustes institucionales como los mencionados 
anteriormente con el objetivo de habilitar el sistema del Subsidio Familiar en el sector rural y 
fortalecer el marco institucional en el cual puede y debe desenvolverse y asistir, atender y por 
qué no, resolver situaciones problemáticas en la población rural del país. 
En este orden de ideas, se abre la puerta para que los Servicios Sociales puedan ser llevados 
en función de la protección de poblaciones rurales. De esta forma, una vez ajustado el marco 
institucional y según las directrices operativas sugeridas por el esquema de servicios, el cual se 
describe en el Anexo C. Esquema de servicios para el sector rural, será posible brindar nuevas 
oportunidades para el mejoramiento de la calidad de vida a partir de servicios en atención 
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integral a la familia, a la niñez, educación, gestión del empleo, promoción del emprendimiento y 
el desarrollo empresarial, el fortalecimiento del tejido social gracias a la lectura, la cultura y el 
deporte, y soluciones habitacionales para el sector rural.  
Los ejes de intervención a los que da lugar la adecuación del Marco institucional del Sistema 
del subsidio familiar ponen el centro de análisis las principales necesidades del trabajador rural y 
su familia y plantea según dichas dimensiones, las líneas a desarrollar para el mejoramiento y 
promoción de condiciones de vida digna. (Ver Tabla 10. Marco institucional del Subsidio 
Familiar adaptado al contexto rural antioqueño) 
En materia de evaluación es necesaria una focalización de la población afiliada en el 
territorio, que permita intervenciones diferenciales según criterios diagnóstico para el diseño de 
la intervención pero que cuente además con el acompañamiento de entidades y organismos del 
Estado y establecer grupos de control, es decir de aquellos territorios no intervenidos (o al menos 
no con la articulación y complementariedad de servicios planteada por el esquema) y comparar 
avances. Así se pasaría de una evaluación en términos de resultados y coberturas a evaluaciones 




Tabla 10. Marco institucional del Subsidio Familiar adaptado al contexto rural antioqueño 
 
Fuente: Construcción del autor. 
Institución Servicio Eje de intervención Normativa Fuente de recursos Interacción Institucional
Cuota monetaria rural Desarrollo familiar Ley 21 de 1982* Ley 21/82 Ministerio del Trabajo
Beneficios para el cesante Desarrollo familiar Ley 1636 de 2013 FOSFEC Ministerio del Trabajo
Gestión de empleabilidad Empleo y 
emprendimiento
Ley 1636 de 2013 FOSFEC Ministerio del Trabajo
Vivienda social rural Vivienda y habitabilidad Ley 633 de 2000 FOVIS Ministerio de Vivienda, ciudad y 
territorio
Educación formal, técnica o 
tecnológica






Ministerio de Educación Nacional
Apoyo al emprendimiento Empleo y 
emprendimiento
Ley 1636 de 2014 FOSFEC Ministerio del Trabajo, SENA




Ley 21 de 1982
Ley 1636 de 2013
FOSFEC Ministerio del Trabajo, SENA
Turismo social Ser y Comunidad Ley 21 de 1982 Ley 21/82 Ministerio de Comercio, Industria y 
Turismo
Salud, MAIS Desarrollo familiar Ley 100 de 1993 FOSYGA Ministerio de Salud
Atención integral a la niñez y la 
familia
Desarrollo familiar Ley 633 de 2000 FONIÑEZ Ministerio de Educación Nacional; 





Ser y Comunidad Ley 633 de 2000 FONIÑEZ Ministerio de Educación, Ministerio 
de Cultura, Coldeportes
Vivienda social rural (programa 
Estatal)
Vivienda y habitabilidad Ministerio de Vivienda, ciudad y 
territorio
Familias en Acción Desarrollo familiar Departamento de prosperidad social
Colombia Mayor Desarrollo familiar Ministerio de Salud, Colpensiones


















Aspectos positivos que destacar sobre el esquema de intervención según el Marco 
institucional sugerido.  
- Formalización 
La formalización laboral en el sector rural debe partir de la comprensión de los problemas 
estructurales que se presentan y plantear sobre los mismos, correcciones o ajustes de política 
para viabilizar el marco institucional proyectado hacia el sector rural. Las relaciones de trabajo 
diversas que caracterizan el sector rural, las dificultades en los ingresos mínimos y el esquema de 
liquidación para la aportación a los mecanismos de Seguridad Social, la débil capacidad instalada 
e infraestructura social para atender requerimientos sociales de la población rural, y el 
comportamiento cultural de la no prevención generalizado, manifestado en la elusión del 
reconocimiento y exigencia de pago de las prestaciones sociales entre empleadores y 
trabajadores son elementos que profundizan los niveles de informalidad en el sector rural. Si bien 
el esquema planteado puede no ser una solución directa a la raíz de las dificultades anteriormente 
mencionadas sí obedece como una respuesta a vacíos que existen en el sector rural que acentúan 
la informalidad. De un lado no existen dolientes, promotores y/o prestadores visibles de servicios 
sociales. Y del otro, se requiere de ‘un frente común’ por el desarrollo rural en términos del 
reconocimiento del territorio, así como la garantía en sus derechos sociales, económicos y 
culturales que les corresponde como ciudadanos, porque sí bien el habitante del sector rural no es 







Una clara debilidad del sector rural antioqueño, y en general de todo el país, es la inexistencia 
de entidades o instituciones sólidas que cuenten con una capacidad instalada sólida, legitimidad 
en el territorio y capacidad operativa regional para la puesta en marcha de programas sociales 
con efectividad. Las Cajas de compensación familiar han demostrado ser buenas ejecutoras 
políticas, prestaciones y servicios sociales y en conjunto con entidades gubernamentales, 
privadas y civiles pueden establecer una sinergia sólida a la luz del esquema sugerido para 
mejorar la calidad de vida de los beneficiarios.  
- Descentralización 
Uno de los mayores retos para la prestación efectiva de servicios sociales ha sido la 
capilaridad, tarea que por las condiciones geográficas y topográficas del sector rural antioqueño 
y colombiano no es nada fácil. El esquema opera bajo preceptos descentralizados llevando los 
servicios al territorio y más que la construcción de infraestructura física, lo que promueve es el 
desarrollo de nuevas capacidades para la población sujeta de la intervención. Además, la 
operación cuenta con una agenda itinerante y recurrente que facilita el acceso a los servicios de 
parte de la comunidad así como la secuencialidad en las intervenciones para alcanzar las 
transformaciones sociales requeridas. 
-  Focalización 
Si bien se han establecido categorías y zonas según nuevos criterios de ‘ruralidad’ aun cuesta, y 
más a los mecanismos e instituciones para la Seguridad Social y la Protección Social, canalizar 
programas que generen impacto en los sectores apartados, distantes o desconectados de las 
cabeceras. El esquema sugiere focalizar unidades de intervención, atendiendo la subdivisión 
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territorial ‘Vereda’, adelantar una caracterización de la población, diferenciar entre la unidad a 
intervenir y otra de control (sin intervención y de características similares), con el fin de evaluar 
y realizar seguimiento a los efectos identificados.   
- Integralidad:  
Por lo general, como es sabido y de lo que existe ilustración y evidencia, es la sistemática 
desarticulación de la prestación de servicios sociales y convergencia de programas de inversión 
social estatales. El esquema plantea, al menos desde el alcance de los programas y servicios 
como prestaciones del Sistema del Subsidio Familiar, con el concurso de entidades 
gubernamentales territoriales del orden nacional, regional y local, la integración de acciones y 
recursos técnicos, financieros, humanos para la creación de capacidades en un territorio foco a 
intervenir.  
- Complementariedad 
Relacionado con lo anterior, la dispersión de programas de corte social entre la población y la 
baja secuencialidad en las inversiones alrededor de un colectivo o grupo social en particular, 
dificulta resultados eficientes en términos de la transformación social. El esquema pretende, en 
ciertos cursos de vida como la infancia, adolescencia y la adultez avanzada (con enfoque de 
género y de inclusión) la posibilidad de implementar acciones complementarias en función del 







Entre los fundamentos y conceptos sobre los que se cimienta la Seguridad Social, tal vez el de 
mayor legitimidad y alcance para el desarrollo de sus mecanismos, cumplimiento de funciones y 
logro de objetivos es la Solidaridad. Su sustento ético y filosófico genera una vinculación 
estrecha entre todos los individuos y actores sociales para la construcción de acuerdos comunes 
para comprender, atender y resolver las situaciones problemáticas y que vulneran la dignidad 
humana. El esquema planteado desde el marco institucional del sistema del Subsidio Familiar es 
una alternativa más para responder solidariamente ante las necesidades y precariedades del sector 
rural antioqueño.  
El Sistema del Subsidio Familiar siempre ha respondido a los momentos históricos y 
coyunturas sociales con su compromiso y capacidad para atender requerimientos. En su génesis 
reside la solidaridad profunda de la humanidad y una práctica efectiva y demostrada en materia 
de innovación social promovida por el Estado colombiano en su conjunto. ¿Qué sería de esta 
sociedad, del sector trabajo, de las familias colombianas en general, si no existiese el Sistema del 
Subsidio Familiar? Un nuevo desafío según las circunstancias actuales de Colombia, con 
enormes precedentes históricos y diversos, representa la incursión en el sector rural para 
cualquier institución. En esta ocasión, como las otras, existe capacidad desde el Sistema del 
Subsidio Familiar para brindar una respuesta como compromiso con el desarrollo rural del país. 
“Distribúyase el pescado de mar,  
distribúyase el sábalo, distribúyase el pez-sierra,  
distribúyase el pez-sierra pequeño, 
distribúyase el sábalo pequeño,  




Parece que el camino del pescado 
Dios lo ha hecho oro.  
El flautista llama a la niña 
y la previene para que ajuste bien 
el borde de su blusa.  
 
Distribúyase el mero,  
distribúyase las conchas que se adhieren a las rocas 
y los mangles,  
distribúyase la langosta,  
distribúyanse los cangrejos 
distribúyanse el marisco que vive en las rocas 
    con la boca abierta, como riéndose.  
Distribúyase la carne de las conchitas del río, 
distribúyase las conchas más grandes,  
distribúyanse los camarones,  
distribúyanse todos los peces del río,  
distribúyase la iguana 
que se para 







 La identidad del marco institucional está representada por el conjunto de normas, reglas, 
tradiciones, valores, comportamientos establecidos y continuos que se convierten paulatinamente 
en instituciones. Según su ordenamiento establecido, caracterizan la toma de decisiones por parte 
de las instituciones y por ende, el comportamiento o rumbo del sistema mismo. Esta mirada 
desde la teoría del Neoinstitucionalismo permitió advertir no solo la evolución institucional del 
Sistema del Subsidio Familiar a través del tiempo, coherente con los contextos históricos y 
desafíos sociales que debió enfrentar el país en su momento, sino que ofrece una respuesta en la 
lógica del comportamiento de la definición de política pública, a la hora de enfrentar una nueva 
problemática o desafío social: la calidad de vida en el sector rural colombiano. 
 Como lo ha entendido el Estado, la presencia regional y capacidad presupuestal del 
Sistema del Subsidio Familiar no es nada despreciable y son condiciones que lo convierten en un 
aliado idóneo para el apalancamiento de la política social. Como se vio en el Capítulo 2 en la 
sección de Cifras generales del Sistema del Subsidio Familiar, la cobertura ofrecida por el 
sistema alcanza aproximadamente un 42% de la población colombiana y hace presencia en todo 
el territorio nacional a través de sus 43 Cajas. Cuenta además con una importante solvencia 
financiera ($14 billones de pesos en ingresos para 2015), que le brinda cierta estabilidad a la 
continuidad de diversos servicios sociales en Colombia que son de su responsabilidad. Aunque sí 
bien, los programas, servicios y actividades en general del Sistema del Subsidio Familiar se 
concentran mayoritariamente en las ciudades y principales centros urbanos existen también 
experiencias relevantes, aunque la mayoría de ellas circunstanciales o enmarcadas en proyectos, 
que intervienen en el sector rural colombiano.   
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 En los últimos años el Sistema del Subsidio Familiar ha tenido una atención preferencial 
de cara al fortalecimiento del sector trabajo. Particularmente entre los años 2013 y 2016, las 
reglamentaciones en torno al Sistema del Subsidio Familiar se han enfocado en grupos 
poblacionales o sectoriales específicos, en el contexto del sector trabajo desde luego, buscando 
una mayor atención y flexibilización para el acceso a los programas y servicios que dispone el 
sistema para dichos grupos en cuestión. En el año 2015 dos focos poblacionales o sectoriales 
tomaron especial atención para las reglamentaciones, o al menos reflexiones, que vendrían para 
el sistema del Subsidio Familiar: los jóvenes y el sector rural en el marco del Acuerdo de paz. 
Aun las definiciones institucionales no dan la claridad suficiente sobre la condición de la 
población rural a atender ni bajo qué esquema de intervención, sí puede o debe ser afiliada o no y 
sí debe existir un esquema de afiliación flexible y de acceso al sistema del Sistema del Subsidio 
Familiar, para la habilitación de los beneficios en función del mejoramiento de la calidad de vida 
de los habitantes del sector rural y la compensación. Surge la necesidad de pensar en un sistema 
que adecúe las lógicas económicas del trabajo rural, las relaciones y los valores para que esas 
lógicas sean determinadas y adoptadas por el mercado de trabajo, y un sistema que comprenda 
una formalidad progresiva para el sector rural. Así como se ha hecho para otros sectores: madres 
comunitarias, empleados domésticos, taxistas, trabajadores independientes, etc., es necesario 
poner en el centro del análisis al trabajador rural (bien sea agropecuario, comerciante, de 
servicios, etc.) y adecuar el marco institucional a sus realidades y perspectivas territoriales, en un 
escenario de coordinación interinstitucional. 
 Los diálogos gremiales y las publicaciones realizadas desde el interior del sistema 
destacan que desde el Sistema del Subsidio Familiar ya se están incursionado en municipios 
considerados rurales e incluso dispersos con un portafolio de servicios y con metodologías 
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innovadoras y flexibles. Adicionalmente las Cajas han desarrollado una amplia capacidad de 
alianzas a nivel nacional y territorial para apalancar recursos financieros, capital social e 
institucional, tanto de fuentes nacionales como internacionales. Además, alianzas estratégicas 
entre diversos actores público-privados han superado la circunscripción departamental y se 
proyectan de manera supra regional e incluso nacional, actuando como operadores de programas 
públicos o miembros de alianzas complejas que adelantan proyectos Los servicios con mayor 
cobertura a nivel rural son aquellos que el marco legal actual permite financiar con recursos del 
Sistema de Subsidio Familiar, para población afiliada y no afiliada como es el caso de Atención 
integral a la niñez - Jornada Escolar Complementaria o bien, en aquellos servicios con los que las 
Cajas se han posicionado como operadores de programas de los gobiernos descentralizados y del 
Gobierno Nacional como es el caso de las gerencias integrales del programa de Vivienda rural de 
interés social del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. Las experiencias y buenas 
prácticas por parte del Sistema del Subsidio Familiar van más allá del alcance y resultados de 
COMCAJA, una entidad creada para la atención y fortalecimiento del subsidio familiar 
campesino pero que en los últimos años ve amenazada su permanencia y continuidad. El nuevo 
rol del Sistema del Subsidio Familiar debe apostar por una convergencia institucional y una 
coordinación efectiva que responda a una serie de instituciones que se proyecten hacia el sector 
rural y comprenda sus lógicas territoriales y problemáticas sociales. 
 Los cambios demográficos en el país así como los normativos sobre el Sistema del 
Subsidio Familiar han tenido diversos efectos, y entre ellos, que la población beneficiaria de 
cuota monetaria se estabiliza o el crecimiento es marginal. Esa circunstancia promueve una 
mayor disponibilidad de recursos para asignar en cuota monetaria a población afiliada de 
menores ingresos lo que permite plantear una capacidad del sistema para ampliar la base 
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afiliados beneficiarios de cuota monetaria y que pueden estar ubicados en el sector rural. Los 
recursos no asignados por cuota monetaria por el Sistema del Subsidio Familiar, condición que 
se reconoce al interior del sistema como ‘Excedentes del  55%’, entre los años 2012 – 2017, han 
tenido un incremento anual promedio del 57%. Para los dos últimos años por ejemplo, los 
excedentes fueron de $116.411 millones y $80.038 millones aproximadamente para los años 
2017 y 2016 respectivamente. Los excedentes producidos por el sistema por la no asignación del 
subsidio monetario serán cada vez más altos según la tendencia y esta condición abre la 
posibilidad para atender nuevas poblaciones, como la del sector rural por ejemplo, y/o fortalecer 
los esquemas de prestaciones y servicios sociales del sistema, orientados desde luego al sector 
rural como una nueva posibilidad. Y el caso de Antioquia responde también a esta realidad. 
 Existen problemas estructurales del mercado de trabajo en el sector rural que tienen que 
ver con las relaciones de trabajo diversas que caracterizan el sector rural, las dificultades en los 
ingresos mínimos y el esquema de liquidación para la aportación a los mecanismos de Seguridad 
Social, la débil capacidad instalada e infraestructura social para atender requerimientos sociales 
de la población rural, y el comportamiento cultural de la no prevención generalizado, 
manifestado en la elusión del reconocimiento y exigencia de pago de las prestaciones sociales 
entre empleadores y trabajadores son elementos que profundizan los niveles de informalidad en 
el sector rural. Las problemáticas asociadas al campo antioqueño, no distan mucho de las 
realidades rurales del país. Los niveles de informalidad en el sector rural antioqueño alcanzan 
una tasa del 84% y una brecha representativa con respecto al sector urbano de 23.61pp. Además, 
las principales necesidades básicas en materia social y que inciden en los indicadores de pobreza 
multidimensional del departamento, según los datos son: Educación (Bajo logro educativo 
76,24%, Rezago escolar 39,73% y Analfabetismo 17,91%), Vivienda (Eliminación excretas 
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32,24%) y Cuidados a la primera infancia 20,16%. En términos de brechas, los principales 
aspectos a resolver son: Bajo logro educativo 35,19pp; Eliminación excretas 30.16pp; Fuente 
agua mejorada 18.26pp; Analfabetismo 10.79pp. y Material de pisos inadecuado 9.56pp. Como 
pocos, el Sistema del Subsidio Familiar puede ofrecer una solución proyectada hacia el sector 
rural, coordinada sí se quiere, para abordar en diferentes frentes dichas condiciones sociales. 
Además, según demostrada experiencia y reconocimiento territorial, apalancar el progreso y 
mejoramiento de la calidad de vida de los beneficiarios y aquellos que son objetos de 
intervenciones sociales de parte del sistema.  
 El desafío principal reside en lograr subsanar la ausencia de coordinación 
interinstitucional del Sistema del Subsidio Familiar, a partir de un marco institucional adecuado 
y que contribuya a la atención de las necesidades de bienestar y protección de la población rural 
con perspectiva territorial y foco en el sector rural antioqueño. El modelo propuesto debe a su 
vez complementar el primer piso de protección social integral planteado por el Acuerdo de Paz 
en el capítulo de la Reforma de Rural Integral. El actual esquema de intervención plantea, en su 
capítulo Antioquia una comprensión de las lógicas y necesidades sociales, propone una 
convergencia institucional para que actores del sector público, privado y de la sociedad civil 
establezcan acuerdos y aúnen esfuerzos para la puesta en marcha de programas con sentido de 
oportunidad para la transformación del sector rural y plantea, desde los diversos esquemas de 
financiación, la posibilidad de brindar una continuidad de los programas de interés con un 
horizonte de tiempo determinado, para evaluar en el mediano y largo plazo el impacto y las 
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7. Anexos 
